AMPARO EN REVISIÓN 

252/2012.

aMPARO EN REVISIÓN: 252/2012.

QUEJOSo: **********. 
MINISTRA PONENTE: OLGA SÁNCHEZ CORDERO 

DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIa: ANA CAROLINA CIENFUEGOS POSADA.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día once de septiembre de dos mil doce. 

V I S T O S;  y

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Mediante escrito presentado el cinco de agosto de dos mil once, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, **********, por propio derecho, demandó el amparo y la protección de la Justicia Federal en contra de las siguientes autoridades y actos:

“Del Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León, se reclama el auto de término constitucional de fecha diecisiete de mayo de dos mil once, dictado dentro de la causa **********, del índice de ese Juzgado, por medio del cual se resolvió dictar auto de formal prisión en contra del ahora quejoso, por considerarme probable responsable del delito de delitos cometidos en la Administración y Procuración de Justicia, previsto y sancionado en el artículo 224, fracción XXVII del Código Penal para el Estado de Nuevo León.

Del Juez 2/o. Militar adscrito a la Primera Región Militar, se reclama el cumplimiento que da el auto de formal prisión dictado por la primera autoridad, así como el auto denominado reanudación a proceso, dictado dentro de la causa penal **********, del índice de ese Juzgado, causa que se inició con motivo de la declinación de incompetencia por inhibitoria realizada por el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León, por medio del cual, el Juez 2/o. Militar adscrito a la Primera Región Militar me sigue proceso penal por considerarme probable responsable de delitos cometidos en la Administración y Procuración de Justicia previsto y sancionado en el artículo 224 fracción XXVII del Código Penal para el Estado de Nuevo León…” 
La parte quejosa invocó como garantías constitucionales violadas, las contenidas en los artículos 14, 16 y 19, de la Constitución Federal; narró los antecedentes del caso y formuló los conceptos de violación que estimó pertinentes.
SEGUNDO.- Por razón de turno correspondió conocer de dicha demanda al Juez Octavo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, quien mediante acuerdo de ocho de agosto de dos mil once, la admitió y desechó parcialmente la demanda de amparo respecto del acto reclamado consistente en el auto de reanudación a proceso, que le impugna al Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, y registró con el número  **********.

Cabe señalar que por auto de diecinueve de agosto de dos mil once, en lo que fue materia del desechamiento parcial de la demanda, esto es, por el auto de reanudación a proceso, se declaró firme.

Previos los trámites legales respectivos, dicho juez celebró la audiencia constitucional el treinta de agosto de dos mil once, en la que dictó sentencia -la cual terminó de engrosar el veintiocho de noviembre del mismo año-, al tenor de los siguientes puntos resolutivos: 
“PRIMERO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, contra los actos y autoridades responsables precisados en el considerando segundo de este fallo. 

SEGUNDO. La presente resolución será publicable en términos de lo establecido en el último considerando.”

TERCERO.- Inconforme con tal determinación, el quejoso, en fecha catorce de diciembre de dos mil once, interpuso recurso de revisión, mediante escrito presentado la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal.

Mediante proveído de veintiuno de diciembre de dos mil once, el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial del Estado de Nuevo León, ordenó remitir los autos al Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito en turno, para el conocimiento del referido recurso.

CUARTO.- Recibidos los autos, por medio de acuerdo de tres de enero de dos mil doce, el Presidente del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, a quien por razón de turno correspondió el conocimiento del asunto, admitió el recurso de revisión bajo el número de expediente **********.

QUINTO.- Después de analizar las constancias, en fecha veintisiete de marzo de dos mil doce, dicho Tribunal Colegiado, determinó el envío de los asuntos relativos al amparo en revisión **********, así como del juicio de amparo indirecto **********, a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al considerar que tal asunto se trata de aquellos a que se refiere la Circular 4/2001-P, emitida por el Pleno de este Alto Tribunal, así como el párrafo 55, de la resolución emitida el catorce de julio de dos mil once, en el expediente varios **********, relativa a la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso ********** contra los Estados Unidos Mexicanos, pues el quejoso señaló como actos reclamados en el juicio de garantías, a saber el auto de formal prisión, así como su ejecución por parte del Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar y el auto de reanudación a proceso (sic), dictado en la causa **********, por delitos cometidos contra la administración y procuración de justicia, previstos en el artículo 224, fracción XXVII, del Código Penal para el Estado de Nuevo León.  

SEXTO.- Por auto del doce de abril de dos mil doce, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se avocó al conocimiento del recurso de revisión, asignándole el número ********** turnándolo a la Ministra Olga María Sánchez Cordero de García Villegas, para su estudio, asimismo ordenó dar vista a las partes y al Procurador General de la República para que formulara el pedimento correspondiente. 

Mediante pedimento **********, de fecha veintinueve de mayo de dos mil doce, el Agente del Ministerio Público de la Federación, se manifestó en el sentido de confirmar la resolución impugnada y dejar firme la negativa del amparo.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.-  Competencia 

Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso b), segundo párrafo, de la Constitución Federal; 84, fracción III, de la Ley de Amparo y 10, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el párrafo 55 de la resolución dictada por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el catorce de julio de dos mil once, en el expediente varios **********; dado que fue interpuesto en contra de una sentencia dictada en la audiencia constitucional de un juicio de garantías que por tener relación con el tema de la restricción interpretativa del fuero militar, el Pleno de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de abril de dos mil doce, determinó ejercer facultad de atracción.
SEGUNDO.-  Oportunidad

La sentencia de veintiocho de noviembre de dos mil once,  fue notificada a la parte quejosa el uno de diciembre siguiente y el recurso de revisión lo interpuso el día catorce del mismo mes, de lo que se advierte que fue presentado dentro del término legal establecido en el artículo 86 de la Ley de Amparo, esto es, dentro de los diez días siguientes a aquél en que surte efectos la notificación de la resolución recurrida, toda vez que éste corrió del día cinco al dieciséis de diciembre de dos mil once, pues fueron inhábiles los días diez y once, por ser sábados y domingos.

TERCERO.- Antecedentes

En este apartado, para una mejor comprensión del asunto, conviene precisar los siguientes antecedentes del asunto:

1. El Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León, con fecha diecisiete de mayo de dos mil once, dictó en contra del quejoso auto de formal prisión por el antisocial de delitos cometidos en administración y procuración de justicia, previsto y sancionado por la fracción XXVII del artículo 224, del Código Penal para el Estado de Nuevo León.

2. Dicho juez local, en el mismo auto de formal prisión, se declaró incompetente para conocer de la causa penal respectiva, remitiendo los autos al Juez Militar en turno. El Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, no aceptó la competencia, devolviendo los autos al juez declinante, quien ordenó la remisión de los autos al Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito en Turno a efecto de que resolviera el conflicto competencial.

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, determinó en su resolución de fecha treinta de junio de dos mil once, que es el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, quien debe seguir conociendo de la causa, toda vez que en el caso se surten los supuestos que establece el artículo 57, fracción II, inciso a), del Código de Justicia Militar.

El referido órgano colegiado consideró que si bien los activos se encontraban realizando labores de patrullaje preventivo en apoyo de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Nuevo León, lo cierto es que por ello no se puede estimar que no cumplieran con funciones militares, toda vez que en autos obra el oficio de veintiuno de enero de dos mil once, suscrito por el General de División Diplomado del Estado Mayor **********, en el que solicita al Comandante de la Tercera Brigada de Policía Militar de la Secretaría de la Defensa Nacional en San Miguel de los Jagüeyes, Estado de México, que en apoyo al gobierno del Estado de Nuevo León, se envíe un batallón de operaciones especiales por el término de un año para desempeñar actividades relacionadas con la estructura de Seguridad Pública de dicho Estado, comunicando, que durante tales operaciones, el personal asignado dependerá administrativa y disciplinariamente de la Cuarta Región Militar.

Que el hecho de que en cumplimiento de tales órdenes los procesados portaran uniformes de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Nuevo León y viajaran a bordo de vehículos de dicha dependencia, no puede desvincularlos de su función como militares. 

3. Con fecha cinco de julio de dos mil once, el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, dictó un auto que denominó “Auto reanudación del procedimiento después de haberse dirimido el conflicto competencial” en el que con fundamento, en los artículos 36, 37, 38, 39, 57, 76, 77, 78, 83, 84, 435, 436, 439, 451, 452, 453, 454, 506 y 508 del Código Castrense, resolvió continuar el procedimiento penal en contra, entre otros, del quejoso como probable responsable de delitos cometidos en la administración y procuración de justicia; asimismo, tuvo por valederas todas y cada una de las actuaciones practicadas por el juez de origen.

4. En contra del auto de formal prisión de diecisiete de mayo de dos mil once, dictado por el Juez Tercero de lo penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León, así como del auto de reanudación del procedimiento de cinco de julio del mismo año, emitido por el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, el quejoso interpuso juicio de amparo; conoció de éste la Juez Octavo de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, quien por auto de ocho de agosto de dos mil once, admitió parcialmente la demanda de amparo, pues la desechó respecto del referido auto de reanudación de procedimiento al estimar que no tiene ejecución de imposible reparación. 

Dicho juzgador, señaló que el tal acto no es de aquellos dictados dentro de juicio, que tenga sobre las personas o las cosas ejecución que sea de imposible reparación, toda vez que  no afecta de manera inmediata los derechos sustantivos de la parte promovente y no impide la posibilidad de que las violaciones procesales que produce como efectos, sean reparadas en la sentencia definitiva que se pronuncie en la causa que se le instruye, en tanto que la afectación que pretende combatir habrá desaparecido sin incidir en sus derechos sustantivos y, que en caso contrario, estará en condiciones de reclamarla en amparo directo; que tal acto no es en modo alguno irreparable, único supuesto en que sería procedente en contra de tal acto el juicio de amparo indirecto. 

5. El quejoso tiene el grado de Soldado Policía Militar y en el momento en que sucedieron los hechos (alterar el lugar de la escena donde fue privado de la vida una persona, colocando en el interior de un vehículo tres casquillos percutidos que se encontraban en el lugar de los hechos) por los que se le considera probablemente responsable de delitos contra la administración y procuración de justicia, se encontraba en activo.

6. El Juez de Distrito negó el amparo solicitado por el quejoso al estimar infundados los conceptos de violación en los que sólo planteó vicios propios del auto de término constitucional.

7. En sus agravios, el quejoso combate el contenido de la sentencia del a quo, esto es, las consideraciones que tuvo en cuenta para estimar la legalidad del auto de formal prisión reclamado.

CUARTO.- Materia de la instancia de revisión

Conviene precisar que, como quedó apuntado en el resultando segundo de esta resolución, el juez del conocimiento admitió parcialmente la demanda de amparo, esto es, la admitió respecto del auto de formal prisión de fecha diecisiete de mayo de dos mil once, dictado por el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León y, la desechó, respecto del acto reclamado consistente en el auto de reanudación a proceso reclamado al Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, al estimar que dicho auto no tiene una ejecución de imposible reparación. Por auto de diecinueve de agosto de dos mil once, se declaró firme el desechamiento parcial de la demanda. 

No obstante lo anterior, es de considerarse que si bien el auto de formal prisión de diecisiete de mayo de dos mil once, dictado por el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León, es del que inicialmente derivó la afectación a la libertad personal del quejoso, lo cierto es que posteriormente el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito determinó que la competencia para conocer de la causa penal correspondía al Juez  Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar y, en virtud de que este último, con fecha cinco de julio de dos mil once, emitió un auto que denominó “Auto reanudación de procedimiento después de haberse dirimido el conflicto competencial”, en el que con fundamento, en los artículos 36, 37, 38, 39, 57, 76, 77, 78, 83, 84, 435, 436, 439, 451, 452, 453, 454, 506 y 508 del Código Castrense, resolvió continuar el procedimiento penal en contra, entre otros, del quejoso como probable responsable de delitos cometidos en la administración y procuración de justicia y tuvo por valederas todas y cada una de las actuaciones practicadas por el juez de origen, se impone concluir, para efectos del cumplimiento de la sentencia, que el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León, tiene el carácter de autoridad responsable sustituida y el Juez  Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, de autoridad responsable sustituta.

Cabe señalar que en los términos referidos, el propio juez federal en la sentencia que se revisa así lo precisó.

La precisión referida, se realiza con la finalidad de que el cumplimiento de la sentencia de amparo sea posible por parte de quien tiene la calidad de autoridad responsable sustituta.

Lo anterior encuentra apoyo en la siguiente tesis:

Novena Época

Registro: 192836

Instancia: Pleno

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 X, Noviembre de 1999

Materia(s): Común

Tesis: P./J. 133/99        

Página:    36

“SENTENCIA DE AMPARO. INCONGRUENCIA ENTRE LOS RESOLUTIVOS Y LA PARTE CONSIDERATIVA, EL TRIBUNAL REVISOR DEBE CORREGIRLA DE OFICIO. Siendo el dictado de las sentencias de amparo y su correcta formulación una cuestión de orden público, al constituir la base del cumplimiento correcto que eventualmente pudiera darse a la ejecutoria de amparo, evitando ejecutorias forzadas e incongruentes que lleven a un imposible cumplimiento, además de que en las incongruencias puedan verse involucradas causales de improcedencia que son también de orden público y de estudio oficioso, y en atención a que el artículo 79 de la Ley de Amparo otorga al juzgador la facultad de corregir los errores en la cita de garantías violadas, para amparar por las realmente transgredidas dicha facultad debe ser aplicada, por igualdad de razón, al tribunal revisor para corregir de oficio las incongruencias que advierta en las sentencias, ajustando los puntos resolutivos a las consideraciones de la misma, pues son éstas las que rigen el fallo y no los resolutivos, contemplándose la posibilidad de que, en el supuesto de que una incongruencia fuese de tal modo grave que su corrección dejara a alguna de las partes en estado de indefensión, el órgano revisor revocará la sentencia y ordenará la reposición del procedimiento para que el Juez de Distrito emita otra resolución, toda vez que es un error no imputable a ninguna de las partes y que puede depararles un perjuicio no previsto en su defensa. Lo anterior no debe confundirse con la suplencia de la queja, en virtud de que la coherencia en las sentencias de amparo al igual que la improcedencia del juicio es de orden público y por ello de estudio oficioso, y la suplencia de la queja presupone la interposición del medio de defensa por la parte perjudicada y sólo se lleva a cabo en los supuestos previstos por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, para beneficio o por interés del sujeto a quien se le suple la queja, y no del bien común de la sociedad que deposita su orden jurídico, entre otros, en los órganos judiciales. Por las razones expuestas se abandona el criterio sostenido en la tesis visible en las páginas mil doscientos cuarenta y siete y mil doscientos cuarenta y ocho de la Primera Parte, Sección Segunda del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de mil novecientos diecisiete a mil novecientos ochenta y ocho, cuyo rubro dice: "SENTENCIA DE AMPARO CONTRA LEYES. INCONGRUENCIA ENTRE LOS RESOLUTIVOS Y LA PARTE CONSIDERATIVA. CUÁNDO NO PUEDE CORREGIRSE DE OFICIO.", en virtud de que éste se supera con lo mencionado, toda vez que, como se explicó el dictado de la sentencia y su congruencia son de orden público, y por ende, de estudio oficioso, existiendo la posibilidad de revocar la sentencia y ordenar la reposición del procedimiento para el efecto de que se dicte otra, cuando la corrección de la incongruencia sea de tal manera grave que se deje en estado de indefensión a alguna de las partes, pero de no ser así, el órgano revisor de oficio debe corregir la incongruencia que advierta en la sentencia recurrida, máxime que se encuentra sub júdice y constituirá la base del cumplimiento que eventualmente pudiera dársele.”

QUINTO.- Suplencia de la queja deficiente

En términos de lo dispuesto en la fracción II del artículo 76 Bis, de la Ley de Amparo, por tratarse de un asunto en materia penal en el que el quejoso tiene la calidad de inculpado, en virtud de que fue considerado como probable responsable en el auto de formal prisión que constituye el acto reclamado, el análisis en esta instancia se realizará bajo el principio de suplencia de la queja deficiente, conforme el cual aún en el caso de que no se hubiese expresado razonamiento alguno para demostrar alguna violación a sus derechos fundamentales, este órgano de control constitucional lo hará valer de oficio; esto es, a pesar de la omisión en su planteamiento, siempre que ello se traduzca en un beneficio para la situación jurídica del quejoso.

Así, debe analizarse cuál es la jurisdicción competente para conocer de la causa penal de que se trata, y por ende, para afectar la libertad personal del quejoso.

Conviene precisar que si bien es verdad que el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito al resolver el conflicto competencial suscitado entre el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León y el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, determinó que debía ser este último quien conociera de la causa penal en la que se tuvo al quejoso como probable responsable de delitos contra la administración y procuración de justicia, lo cierto es que ello no es obstáculo para que en esta instancia constitucional, se analice si es la jurisdicción militar la competente para conocer de la referida causa penal.

Lo anterior en virtud de que  para efectos de un juicio de amparo, lo resuelto en un conflicto competencial no constituye un pronunciamiento de cosa juzgada, ya que al emitirse la resolución correspondiente no se ejerció una jurisdicción constitucional ni se realizó un análisis de constitucionalidad o convencionalidad del marco legal aplicable.

En efecto, conforme al artículo 21, fracción VI
, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el conocimiento de las controversias que por razón de competencia se susciten, entre los Tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de otro, entre los de un Estado y los del Distrito Federal, entre cualquiera de éstos y los militares, son de la competencia de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; es decir, tales conflictos son de la competencia originaria de las Salas. Sin embargo, por Acuerdo General Plenario 5/2001, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de junio de dos mil uno, Punto Quinto, fracción II
, se delegó el conocimiento de tales conflictos competenciales a los Tribunales Colegiados de Circuito, con excepción de los que se susciten entre ellos.

En esas condiciones,  resulta evidente que la competencia que se delegó a dichos órganos colegiados se limita al conocimiento de conflictos por razón de competencia, sin que por tanto, pueda entenderse que en este tipo de asuntos los colegiados estén facultados para realizar control de constitucionalidad, es decir, para pronunciarse sobre la constitucionalidad de alguna norma. 

De acuerdo a lo anterior, es claro que si bien el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, citó el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cierto es que lo hizo, como lo indicó en la propia sentencia, como preámbulo para determinar el alcance del artículo 57 del Código de Justicia Militar, por lo que ello no puede considerarse como un pronunciamiento de constitucionalidad, y por tanto, no puede constituir cosa juzgada para efectos del juicio de amparo que ahora se revisa, además de estimarse lo contrario, dicho pronunciamiento iría más allá de la facultad delegada, otorgada a dicho órgano jurisdiccional tratándose de conflictos competenciales.

SEXTO.- Estudio de la competencia 

En este apartado se analizará si el tribunal militar es la autoridad competente para conocer de la causa penal en la que al quejoso se le tuvo como probable responsable en la comisión del delitos cometidos en la administración y procuración de justicia, previsto y sancionado por el artículo 224, fracción XXVII, del Código Penal para el Estado de Nuevo León.

El artículo 13, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone:

“Artículo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda.”

Como se advierte, el anterior precepto establece, por un lado, el principio de igualdad ante la ley, prohibiendo la expedición de normas privativas y marcando el carácter de generalidad y abstracción de las mismas. Es decir, prohíbe el establecimiento de tribunales especiales para juzgar o aplicar sanciones a un grupo social determinado. Y, por otro, prevé el establecimiento de tribunales militares, a fin de que conozcan de los delitos y faltas contra la disciplina militar, que sean cometidos por militares, sin distinguir su situación particular en las fuerzas armadas. 

Así se tiene, que para que subsista el fuero de guerra, es decir, para que resulte competente la jurisdicción militar es necesario que se actualicen los siguientes elementos: a) que se trate de un delito o falta cometido por un militar y, b) que esos se cometan contra la disciplina militar. En ese orden, la justicia militar sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que atenten contra bienes jurídicos propios de la justicia militar, pues esos son los bienes que tutela el citado artículo 13, al establecer de manera excepcional y restrictiva el fuero militar.

De manera tal que no es correcto estimar que un delito del fuero común, se convierta en militar, por el hecho de ser cometido por un miembro de las fuerzas armadas. Porque ello, convertiría el fuero de guerra en un privilegio y en un sistema punitivo parcial, en detrimento del principio de igualdad ante la ley y del principio de división de poderes, que establece que las penas sólo las puede imponer el juez ordinario, según el artículo 21 constitucional y de la garantía de debido proceso establecida en el artículo 14 de la propia Constitución. Con ello, además de garantizar la disciplina y la función militar, se garantiza el respeto a las libertades  y derechos que los militares deben tener durante un proceso penal, tratándose de delitos del fuero común. 

En conclusión, la jurisdicción militar debe atender únicamente a lo dispuesto por el artículo 13 constitucional en cuanto al bien jurídico protegido, sin que pueda ser un elemento para la determinación de esa jurisdicción ni la calidad del sujeto pasivo del delito, ni la del sujeto activo.

Ahora bien, en el caso el delito por el que se consideró como probablemente responsable al quejoso es el relativo a delitos cometidos en la administración y procuración de justicia, previsto y sancionado por el artículo 224, fracción XXVII, del Código Penal para el Estado de Nuevo León.

Dicho precepto establece:

“ARTÍCULO 224.- Se impondrán las sanciones previstas en este capítulo a los servidores públicos, empleados o auxiliares de la administración y procuración de justicia y de los tribunales administrativos, que cometan alguno de los siguientes delitos:

(…)

XXVII.- Alterar dolosamente el lugar en donde se cometió un delito, ya sea moviendo, ocultando, alterando, destruyendo, manipulando, obstruyendo o modificando, instrumentos, objetos, indicios, huellas, vestigios o cualesquier evidencia involucrada en su comisión, así como violando el acordonamiento del lugar o permitir el ingreso al interior del mismo a personas no autorizadas.”

Es de señalarse que el bien jurídico protegido por el delito referido en la anterior reproducción, es la prestación adecuada y correcta del servicio público de administración y procuración de justicia conforme a los principios de prontitud, expedites, gratuidad, imparcialidad y probidad.

Por tanto, no es la disciplina militar el bien protegido por el delito que, en grado de probabilidad, se le atribuye al quejoso.

Además, de los precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre la Competencia de la Jurisdicción militar, se desprende lo siguiente:

El papel de la jurisdicción militar ha sido un tema frecuente y trascendente en la jurisprudencia de la Corte Interamericana pues aquella ha jugado un papel determinante a lo largo de la historia de gran parte de los países que conforman las Américas. Asimismo, se trata de un tema de la mayor trascendencia para la consolidación democrática de los Estados del hemisferio. En este sentido, este documento presenta un desarrollo sobre los principales estándares establecidos por la Corte en esta materia, los cuales se pueden resumir en los siguientes puntos: a) en un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar debe tener un alcance restrictivo y excepcional y juzgar sólo a militares activos por la comisión de delitos relacionados con la propia función militar; b) el conocimiento de casos de violaciones a derechos humanos por parte del fuero castrense viola el derecho al juez natural; c) la jurisdicción militar bajo ninguna circunstancia debe conocer de situaciones que vulneren derechos humanos de civiles; y d) en casos de violaciones a derechos humanos, se deben proteger los derechos a la verdad y a la justicia de las víctimas civiles, quienes tienen derecho a participar en el proceso penal para hacer efectivos sus respectivos derechos, lo cual deben hacer ante el fuero civil.

La Corte Interamericana ha advertido desde sus primeras sentencias que la jurisdicción militar se ha establecido por diversas legislaciones con el fin de mantener el orden y la disciplina dentro de las fuerzas armadas
, pero ha reconocido que la tendencia actual en los Estados democráticos ha sido reducirla en tiempos de paz, llegando incluso a desaparecer. Así, la Corte ha establecido que, en los Estados que la conserven, su aplicación debe ser mínima y encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno
.

Partiendo de esa premisa, el Tribunal ha establecido que la competencia de la jurisdicción militar debe estar estrictamente reservada a militares en servicio activo por faltas a la disciplina militar
 y, en este sentido, ha resaltado que si bien en diversas legislaciones se prevé la competencia de la jurisdicción militar sobre delitos que tengan origen en el fuero ordinario cuando son cometidos por militares en activo, es necesario que se establezca claramente la relación directa y próxima con la función militar o con la afectación de bienes jurídicos propios del orden militar
. En efecto, el Tribunal ha concluido que si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios. 

De acuerdo con lo anterior, el Tribunal ha establecido que las normas penales militares deben establecer claramente y sin ambigüedad, inter alia, cuáles son las conductas delictivas típicas en el especial ámbito militar y deben determinar la conducta ilícita a través de la descripción de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos militares gravemente atacados, que justifique el ejercicio del poder punitivo militar y especifique la correspondiente sanción
. Así, conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana, la tipificación de un delito debe formularse en forma expresa, precisa, taxativa y previa, más aún cuando el derecho penal es el medio más restrictivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita, teniendo en cuenta que el marco legal debe brindar seguridad jurídica
. 

Igualmente, la Corte ha sido enfática al señalar que la jurisdicción militar, bajo ninguna circunstancia, es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de alegadas vulneraciones de derechos humanos, sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. Esta conclusión aplica no sólo para graves violaciones a los derechos humanos como los son los casos de tortura o desaparición forzada, sino a todas las violaciones de derechos humanos
. En este sentido, la Corte ha señalado que cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia
. 

De la misma forma, el tribunal interamericano ha determinado en su jurisprudencia constante que civiles y militares en retiro no pueden ser juzgados por los tribunales militares
, pues ellos no pueden incurrir en conductas contrarias a deberes funcionales de carácter militar
. 
Ahora bien, de acuerdo a todo lo anterior, la competencia del Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, no puede sustentarse en el artículo 57, fracción II, inciso a), del Código de Justicia Militar, conforme al cual basta que se trate de un delito del fuero común cometido por un militar para que se actualice el fuero de guerra, pues como se ha señalado, conforme al artículo 13 constitucional, dicho fuero subsiste para delitos cometidos por un militar, pero siempre que atenten contra la disciplina militar.

Es decir, no basta que se trate de un delito del fuero común cometido por un militar, sino que es necesario que tal delito atente contra la disciplina militar, para que se actualice la competencia de la jurisdicción militar, pues de no darse tal supuesto, esto es, que se atente contra la disciplina militar, deberá ser la jurisdicción ordinaria la competente en términos del artículo 13 constitucional. 

SÉPTIMO.- Juez Competente.  

En ese orden, tomando en cuenta la naturaleza de los delitos; los bienes jurídicos lesionados; que éstos fueron cometidos por quien se ostentaba la calidad de militar en activo y que no se afectaron los bienes jurídicos de la esfera castrense; es de convenirse que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para juzgar y sancionar al quejoso, sino que el procesamiento del responsable corresponde a los tribunales ordinarios; de ahí que resulta indudable que el proceso penal, instruido en contra de **********, debe ser conocido por un juez penal federal, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Dicho precepto dispone:

“ARTÍCULO 50. Los jueces federales penales conocerán:

I. De los delitos del orden federal.

Son delitos del orden federal:

(…)

f) Los cometidos por un servidor público o empleado federal, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas;”

Del precepto antes transcrito se advierte que es el juez penal federal es la autoridad competente para conocer de los delitos cometidos por un servidor público o empleado federal, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas; y en el presente caso, el quejoso **********, en la fecha de la comisión de los delitos que se le atribuyen, se desempeñaba como Soldado Policía Militar, al servicio de la Secretaría de la Defensa Nacional, dependencia perteneciente a la Administración Pública Federal Centralizada, conforme a lo dispuesto por el artículo 2º, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y artículo 3 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Defensa Nacional; por tanto, le asiste el carácter de empleado federal.

No es óbice para estimar lo anterior que el quejoso en el momento en que sucedieron los hechos delictuosos se encontraba realizando labores de patrullaje preventivo en apoyo a la Estructura de la Seguridad Pública del Estado de Nuevo León, en vehículos y con uniformes de esta corporación, toda vez que en autos obra el oficio de 21 de enero de 2011, suscrito por el General de División Diplomado del Estado Mayor **********, del que se advierte que solicita al Comandante de la Tercera Brigada de Policía Militar de la Secretaría de la Defensa Nacional en San Miguel de los Jagüeyes, Estado de México, que en apoyo al gobierno del Estado de Nuevo León, se envíe un batallón de operaciones especiales por el término de un año para desempeñar actividades relacionadas con la estructura de Seguridad Pública de dicho Estado, comunicando, que durante tales operaciones, el personal asignado dependerá administrativa y disciplinariamente de la Cuarta Región Militar.

Así, se considera que debe ser el juez penal federal quien conozca de la causa penal de que se trata, pues como se dijo, el quejoso tiene la calidad de empleado federal.

En las relatadas condiciones, sin entrar al análisis de los agravios planteados por el recurrente, es conducente revocar la sentencia recurrida que negó la protección constitucional al quejoso, toda vez que como quedó precisado en párrafos precedentes, el auto de formal prisión que constituye el acto reclamado fue dictado por una autoridad incompetente, esto es, por el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León.

OCTAVO.- Efectos

Para determinar cuáles son los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad de un auto de formal prisión por falta de competencia por razón de fuero del juez respectivo, es necesario tomar en cuenta los principios constitucionales que resultan aplicables, así como el marco jurídico ordinario que rige la actuación jurisdiccional. 

Al respecto, debe señalarse en principio que por regla general la incompetencia del juez que dicta un auto de formal prisión no implica por sí sola una violación de derechos humanos del indiciado, dado que la legislación procesal aplicable reconoce la validez de las actuaciones realizadas hasta el dictado de dicho auto. Lo anterior ha sido reconocido por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente tesis jurisprudencial: 

Séptima Época

Registro: 234780

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 133-138 Segunda Parte, 

Materia(s): Penal

Tesis: 

Página:    23

“AUTO DE TÉRMINO CONSTITUCIONAL, OBLIGACION INELUDIBLE DE LA AUTORIDAD JUDICIAL DE DICTAR. El artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, impone a los Jueces la obligación de resolver acerca de la situación jurídica del acusado, dentro del término de las setenta y dos horas, contado a partir del momento en que fue hecha su consignación; sin que constituya impedimento para dictar dicha resolución, la supuesta o verdadera incompetencia del Juez del conocimiento; siendo inexacto que, de resultar cierta tal incompetencia, se le violen garantías individuales al indiciado, toda vez que la ley procesal declara válidas las primeras diligencias practicadas por un Juez, aun cuando resultase incompetente, siempre que las mismas no admitan demora, como lo son la recepción de la declaración preparatoria del inculpado y el propio auto de término. Es más, el Código Federal de Procedimientos Penales autoriza al Juez que previene, para actuar hasta que las partes formulen sus conclusiones. Un razonamiento contrario al anterior, implicaría el incumplimiento de la disposición constitucional, o bien la impunidad de un gran número de delitos, a que los presuntos responsables fueren equivocadamente consignados ante Juez incompetente.”
Ahora bien, en el asunto de mérito, en la medida en que la referida falta de competencia da lugar a una modificación de la regulación penal sustantiva que resulte aplicable, la sentencia de amparo que declara la inconstitucionalidad del auto de formal prisión respectivo por falta de competencia del juez que lo dictó, implica que el juez declarado incompetente deba remitir de inmediato las constancias que integran el proceso penal al juez declarado competente, quien en su carácter de autoridad responsable sustituta, una vez que asuma su competencia jurisdiccional, procederá dentro del plazo establecido en el artículo 19 de la Constitución Federal, a dejar insubsistentes tanto los autos de formal prisión impugnados, como las actuaciones realizadas posteriormente por el juez militar responsable y, tomando en consideración los hechos respectivos, así como los elementos de prueba que a su juicio continúen siendo válidos, resolverá con plenitud de jurisdicción sobre la situación jurídica de la indiciada, al tenor de la normativa nacional e internacional que considere aplicable al caso concreto.

Lo anterior, porque de lo contrario, se reconocerían efectos jurídicos sustantivos a lo determinado por autoridad incompetente y se obligaría a la indiciada a sujetarse a un proceso penal respecto de conductas que, al tenor del marco jurídico válidamente aplicable, se desconoce cuáles son sus consecuencias sobre diversos derechos fundamentales de la inculpada, como lo es el de disfrutar de la libertad provisional. 

Cabe señalar que no obsta a la anterior conclusión lo previsto en el artículo 440 del Código Federal de Procedimientos Penales, el cual dispone: 
 
“ARTÍCULO 440.- Lo actuado por un tribunal incompetente será válido si se tratare de tribunal del mismo fuero. Si se tratare de distinto fuero, el tribunal federal dictará auto declarando que queda abierta la instrucción para que las partes promuevan las diligencias de prueba que estimen convenientes, procediéndose en seguida conforme a las demás disposiciones de este Código.”
En efecto, conforme a lo previsto en el primer supuesto normativo que establece dicho numeral, las actuaciones realizadas por un tribunal incompetente son válidas cuando el competente corresponda al mismo fuero, lo que se justifica plenamente por el hecho de que al no darse un cambio de la respectiva jurisdicción especializada, lógicamente no tendrá lugar un cambio de la regulación sustantiva que rige la situación de las partes.
En ese orden, atendiendo al derecho humano a la juridicidad reconocido en su expresión genérica en los artículos 14 y 16 constitucionales, debe considerarse que el diverso supuesto normativo de dicho numeral al tenor del cual "Si se tratare de distinto fuero, el tribunal federal dictará auto declarando que queda abierta la instrucción para que las partes promuevan las diligencias de prueba que estimen convenientes, procediéndose en seguida conforme a las demás disposiciones de este Código", no tiene como finalidad desconocer los efectos de la falta de competencia por fuero del juzgador que emitió un auto de formal prisión, al tenor de una regulación sustantiva penal que válidamente no puede regir a las partes. Por el contrario, dicha previsión legal implica que ante la incompetencia por fuero del juzgador que dictó un auto de formal prisión o de sujeción a proceso, dicha resolución y las subsecuentes carecerán de sustento, lo que de igual forma deberá declararse por el juez federal en su carácter de autoridad responsable sustituta; sin menoscabo de reconocer que el amparo concedido únicamente trasciende a los autos cabeza de los procesos declarados inconstitucionales y no afecta la validez de las actuaciones previas tal como deriva, en lo conducente, de la tesis de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro, texto y datos de identificación los que a continuación se transcriben:

Séptima Época

Registro: 236945

Instancia: Primera Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 11 Segunda Parte, 

Materia(s): Penal

Tesis: 

Página:    13

“ACTUACIONES, VALIDEZ DE LAS DEL MINISTERIO PÚBLICO DEL ORDEN COMÚN Y DE LAS DEL JUEZ DEL MISMO ORDEN, CUANDO LA COMPETENCIA ULTERIOR CORRESPONDE A UN JUEZ FEDERAL. El artículo 440 del Código Federal de Procedimientos Penales, establece que "lo actuado por un tribunal incompetente será válido si se tratare de tribunal del mismo fuero. Si se tratare de distinto fuero, el tribunal federal dictará auto declarando que queda abierta la instrucción para que las partes promuevan las diligencias de prueba que estimen convenientes, procediéndose en seguida conforme a las demás disposiciones de este código". Y de ello se colige, que lo actuado por el Ministerio Público del orden común y por un Juez de primera instancia del mismo orden cuando la competencia corresponde al fuero federal, es válido hasta el auto de formal prisión con el que se inicia el proceso.”.

Amparo directo 1619/69. Rafael López Padilla y Mota, Porfirio Pita Zárate y Lucio Cervantes Aguilar. 28 de noviembre de 1969. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Aguilar Álvarez.
Por ende, una vez que en aplicación directa del artículo 19 constitucional en el supuesto de que el juzgador competente, al tenor de la regulación penal correspondiente y con base en la valoración de los hechos acreditados, dicte un nuevo auto de termino constitucional, si éste se tratara de un auto de formal prisión o de sujeción o proceso, ello provocará que, tomando en cuenta lo previsto en los artículos 1º, fracciones II y III así como 161 del Código Federal de Procedimientos Penales, en el propio auto cabeza de proceso se abra la instrucción para que las partes promuevan las diligencias probatorias que estimen convenientes, en los términos de la legislación procesal aplicable.
Importa destacar que atribuir al referido numeral la consecuencia jurídica de que el auto de formal prisión dictado por un juzgador incompetente por fuero se mantenga incólume a pesar del respectivo vicio constitucional, implicaría sujetar a los inculpados a un proceso penal iniciado con base en una regulación sustantiva que válidamente no rige su situación jurídica; incluso, haría nugatoria la distinción establecida por el legislador en cuanto a las consecuencias que implica sobre las actuaciones procesales el que se hayan desarrollado por un juez incompetente del mismo fuero o por uno de diverso al que corresponda conocer de la causa penal respectiva. 
En ese orden, con motivo de la sentencia de amparo que declara inconstitucional un auto de formal prisión dictado por un juez militar por falta de competencia por razón de fuero, el juzgador competente debe resolver en los términos precisados en párrafos precedentes, sobre la situación jurídica de los indiciados en el plazo indicado en el artículo 19 constitucional, computado a partir de la fecha en que reciba el expediente respectivo con motivo de la sentencia concesoria correspondiente, sin que ello implique desconocer el referido plazo constitucional ya que ante el vicio de incompetencia advertido en el dictado inicialmente por la autoridad incompetente, tomando en cuenta los derechos fundamentales que asisten a las víctimas y el interés público que subyace a la sanción de las conductas delictivas, no existe obstáculo constitucional para que el juzgador competente resuelva lo conducente, en cumplimiento del fallo protector y en el propio plazo constitucional, emitiendo un nuevo auto de término constitucional.

Lo anterior, en la inteligencia de que al haberse concedido el amparo por un vicio que no desvirtúa los elementos que tomó en cuenta el juez que previno para dictar el auto de formal prisión y resolver en el término constitucional lo conducente, únicamente implica, tomando en cuenta los derechos fundamentales de las víctimas, que ese auto de formal prisión no se dictó por el competente para ello, por lo que tal circunstancia no conlleva que los indiciados puedan recuperar su libertad, ya que ante el citado vicio, el efecto del amparo será la remisión inmediata de los autos al juez competente, quien en su carácter de autoridad responsable sustituta, dentro del plazo que fija el artículo 19 constitucional, en una misma resolución, deberá dejar insubsistente tanto el auto de término constitucional dictado por el juez incompetente, como sus actuaciones posteriores y resolver con plenitud de jurisdicción la situación jurídica del inculpado, valorando los elementos de prueba que obran en los autos al tenor del marco jurídico nacional e internacional que regula al fuero competente.

Con base en todo  lo antes expuesto, debe revocarse la sentencia recurrida y conceder la protección de la Justicia Federal a los quejosos, por incompetencia de la autoridad responsable, en los términos y para los efectos señalados en la parte final de esta ejecutoria.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO.- La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, en contra de los actos y autoridad señalados en el resultando primero, en términos y para los efectos precisados en el último considerando de esta ejecutoria.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Por unanimidad de once votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortíz Mayagoitia y Presidente Silva Meza, se aprobaron las determinaciones contenidas en los considerandos primero, segundo y tercero, relativos a la competencia, oportunidad y los antecedentes del caso.

Por unanimidad de once votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortíz Mayagoitia y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación contenida en el considerando cuarto, con las salvedades expresadas por los señores Ministros Aguilar Morales, Valls Hernández y Ortíz Mayagoitia. 

Por mayoría de siete votos de los señores Ministros Cossío Díaz en contra de las consideraciones, Franco González Salas en contra de las consideraciones, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación contenida en el considerando quinto. Los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Aguilar Morales y Ortíz Mayagoitia votaron por considerar que existe cosa juzgada.

El señor Ministro Aguirre Anguiano reservó su derecho para formular voto particular.

Por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Cossío Díaz en contra de las consideraciones, Franco González Salas con salvedades, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo con salvedades, Aguilar Morales con salvedades, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortíz Mayagoitia con salvedades y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación contenida en el considerando sexto consistente en que corresponde conocer del asunto a la jurisdicción ordinaria. Los señores Ministros Aguirre Anguiano y Luna Ramos votaron en contra.

El señor Ministro Pardo Rebolledo reservó su derecho para formular voto concurrente.

Por mayoría de siete votos de los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortíz Mayagoitia y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación contenida en el considerando séptimo consistente en que corresponde conocer de los hechos a un juez penal federal. Los señores Ministros Cossío Díaz y Franco González Salas votaron en contra al considerar que la misma se surte a favor del fuero local; en tanto que los señores Ministros Aguirre Anguiano y Luna Ramos votaron en contra de que la jurisdicción correspondiera al fuero federal o al fuero local, por estimar que la competencia corresponde al fuero militar.

Por mayoría de siete votos de los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortíz Mayagoitia y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación contenida en el considerando octavo, relativo a los efectos de la concesión del amparo. Los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos y Franco González Salas votaron en contra.

El señor Ministro Valls Hernández reservó su derecho para formular voto concurrente.

El señor Ministro Presidente Juan N. Silva Meza dejó a salvo el derecho de los señores Ministros para que formulen los votos que estimen pertinentes y declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. Doy fe.

Firman el Ministro Presidente, la Ministra Ponente y el Secretario General de Acuerdos, licenciado Rafael Coello Cetina, que autoriza y da fe.

MINISTRO PRESIDENTE

JUAN N. SILVA MEZA

MINISTRA PONENTE

OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LIC. RAFAEL COELLO CETINA
En términos de lo previsto en el artículo 3º, fracción II y III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO, EN EL AMPARO EN REVISIÓN 252/2012, RESUELTO POR EL TRIBUNAL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, EN SESIÓN DE ONCE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DOCE.

En el asunto al rubro citado, la mayoría de los integrantes del Pleno de este Máximo Tribunal decidió revocar la sentencia recurrida y conceder el amparo al quejoso, al considerar que corresponde a la jurisdicción federal ordinaria —y no a la militar— conocer de la causa penal en la que al peticionario de garantías se le tuvo como probable responsable en el delito cometido en la administración y procuración de justicia, previsto y sancionado en el artículo 224, fracción XXVII, del Código Penal para el Estado de Nuevo León.

En el considerando quinto de la ejecutoria en comento, se apuntó que en suplencia de la queja deficiente, se examinaría cuál es la jurisdicción competente para conocer de la causa penal objeto de análisis; asimismo, se aseveró lo siguiente:

“Conviene precisar que si bien es verdad que el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito al resolver el conflicto competencial suscitado entre el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León y el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, determinó que debía ser este último quien conociera de la causa penal en la que se tuvo al quejoso como probable responsable de delitos contra la administración y procuración de justicia, lo cierto es que ello no es obstáculo para que en esta instancia constitucional, se analice si es la jurisdicción militar competente para conocer de la referida causa penal.

Lo anterior en virtud de que para efectos de un juicio de amparo, lo resuelto en un conflicto competencial no constituye un pronunciamiento de cosa juzgada, ya que al emitirse la resolución correspondiente no se ejerció una jurisdicción constitucional ni se realizó un análisis de constitucionalidad o convencionalidad del marco legal aplicable.”

No coincido con la conclusión a la que arribó la mayoría de los integrantes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, porque se está desconociendo la institución de cosa juzgada que rige en los juicios de amparo, ya que si un Tribunal Colegiado de Circuito resolvió, en definitiva, lo relativo al Juez competente para conocer de la causa penal de origen; este Tribunal Pleno está jurídicamente imposibilitado para abordar nuevamente esa temática en la presente instancia en revisión. 

De los antecedentes del presente caso se desprende que el acto reclamado lo constituye el auto de formal prisión de diecisiete de mayo de dos mil once, dictado en contra del quejoso, por el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León.

El citado juzgador, en el propio auto de formal prisión, se declaró incompetente para conocer de la respectiva causa penal y remitió los autos al Juez Militar en turno. Correspondió conocer del asunto al Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, quien no aceptó la competencia.

Tal circunstancia originó la substanciación de un conflicto competencial ante el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, cuyos integrantes, por resolución de treinta de junio de dos mil once, decidieron que correspondía al Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, conocer de la causa penal instruida en contra del quejoso, en la que se dictó el acto reclamado en el juicio de amparo ahora en revisión.

El contexto relatado pone de manifiesto que si un Tribunal Colegiado de Circuito, al resolver un conflicto competencial con fundamento en el Acuerdo General Número 5/2001, de veintiuno de junio de dos mil uno, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que conservara para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, concluyó que corresponde al Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, conocer de la causa penal de origen; esa decisión es inimpugnable y, por tanto, no es susceptible de volverse a examinar en el presente recurso de revisión. Máxime que este Alto Tribunal, a través del mencionado Acuerdo General 5/2001, delegó en los Tribunales Colegiados de Circuito
 la facultad de resolver los conflictos competenciales como el que se suscitó entre el Juez Tercero de lo Penal del Primer Distrito Judicial en el Estado de Nuevo León y el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar.

Además, de la propia resolución del Tribunal Colegiado en comento, se desprende que hizo un análisis de la competencia constitucional de los juzgados contendientes —ordinario y militar—, al examinar tanto el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como el numeral 57, fracción II, del Código de Justicia Militar.

Bajo ese orden de ideas, no comparto la conclusión a la que arribó la mayoría del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, porque estimo que en el caso concreto sí hay cosa juzgada.

MINISTRO

SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO, EN EL AMPARO EN REVISIÓN 252/2012, PROMOVIDO POR **********.
En el asunto señalado en el acápite, el quejoso impugnó la sentencia emitida por el Juez Octavo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, en el amparo 781/2011.I, en el que señaló como acto reclamado el auto de formal prisión de diecisiete de mayo de dos mil once dictado en su contra, por el Juez Primero Militar de la Primera Región, por su probable responsabilidad en la comisión del delito cometido en la Administración y Procuración de Justicia, previsto y sancionado en el artículo 224, fracción XXVII del Código Penal para el Estado de Nuevo León.

A efecto de resolver dicho asunto, la mayoría de los Señores Ministros integrantes del Pleno sostuvieron, entre otras, las siguientes consideraciones:

1. Que del artículo 13, de la Constitución Federal se advierte, que para que subsista el fuero de guerra, es decir, para que resulte competente la jurisdicción militar es necesario que se actualicen los siguientes elementos: a) que se trate de un delito o falta cometido por un militar y, b) que esos se cometan contra la disciplina militar. En ese orden, la justicia militar sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que atenten contra bienes jurídicos propios de la justicia militar, pues esos son los bienes que tutela el citado artículo 13, al establecer de manera excepcional y restrictiva el fuero militar.

En conclusión, la jurisdicción militar debe atender únicamente a lo dispuesto por el artículo 13 constitucional en cuanto al bien jurídico protegido, sin que pueda ser un elemento para la determinación de esa jurisdicción ni la calidad del sujeto pasivo del delito, ni la del sujeto activo.

2. Que en el caso el delito por el que se consideró como probablemente responsable al quejoso es el relativo a delitos cometidos en la administración y procuración de justicia, previsto y sancionado por el artículo 224, fracción XXVII, del Código Penal para el Estado de Nuevo León, del que se señala que el bien jurídico protegido es la prestación adecuada y correcta del servicio público de administración y procuración de justicia conforme a los principios de prontitud, expedites, gratuidad, imparcialidad y probidad.

Por tanto, no es la disciplina militar el bien protegido por el delito que, en grado de probabilidad, se le atribuye al quejoso.

3. Que, además, de los precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre la Competencia de la Jurisdicción militar, se desprende que el papel de la jurisdicción militar ha jugado un papel determinante a lo largo de la historia de gran parte de los países que conforman las Américas. Asimismo, se presenta un desarrollo sobre los principales estándares establecidos por la Corte en esta materia, los cuales se pueden resumir en los siguientes puntos: a) en un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar debe tener un alcance restrictivo y excepcional y juzgar sólo a militares activos por la comisión de delitos relacionados con la propia función militar; b) el conocimiento de casos de violaciones a derechos humanos por parte del fuero castrense viola el derecho al juez natural; c) la jurisdicción militar bajo ninguna circunstancia debe conocer de situaciones que vulneren derechos humanos de civiles; y d) en casos de violaciones a derechos humanos, se deben proteger los derechos a la verdad y a la justicia de las víctimas civiles, quienes tienen derecho a participar en el proceso penal para hacer efectivos sus respectivos derechos, lo cual deben hacer ante el fuero civil.

Que la Corte Interamericana ha advertido desde sus primeras sentencias que la jurisdicción militar se ha establecido por diversas legislaciones con el fin de mantener el orden y la disciplina dentro de las fuerzas armadas, pero ha reconocido que la tendencia actual en los Estados democráticos ha sido reducirla en tiempos de paz, llegando incluso a desaparecer. Así, la Corte ha establecido que, en los Estados que la conserven, su aplicación debe ser mínima y encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno.

Partiendo de esa premisa, el Tribunal ha establecido que es necesario que se establezca claramente la relación directa y próxima con la función militar o con la afectación de bienes jurídicos propios del orden militar. Así, el Tribunal ha concluido que si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios. 

Que igualmente, la Corte ha sido enfática al señalar que la jurisdicción militar, bajo ninguna circunstancia, es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de alegadas vulneraciones de derechos humanos, sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. Esta conclusión aplica no sólo para graves violaciones a los derechos humanos como los son los casos de tortura o desaparición forzada, sino a todas las violaciones de derechos humanos. En este sentido, la Corte ha señalado que cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia. 

4. Que de acuerdo a todo lo anterior, la competencia del Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, no puede sustentarse en el artículo 57, fracción II, inciso a), del Código de Justicia Militar, conforme al cual basta que se trate de un delito del fuero común cometido por un militar para que se actualice el fuero de guerra, pues como se ha señalado, conforme al artículo 13 constitucional, dicho fuero subsiste para delitos cometidos por un militar, pero siempre que atenten contra la disciplina militar.

Es decir, no basta que se trate de un delito del fuero común cometido por un militar, sino que es necesario que tal delito atente contra la disciplina militar, para que se actualice la competencia de la jurisdicción militar, pues de no darse tal supuesto, esto es, que se atente contra la disciplina militar, deberá ser la jurisdicción ordinaria la competente en términos del artículo 13 constitucional. 

En ese orden, tomando en cuenta la naturaleza de los delitos, los bienes jurídicos lesionados, que éstos fueron cometidos por quien se ostentaba la calidad de militar en activo y que no se afectaron los bienes jurídicos de la esfera castrense; es de convenirse que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para juzgar y sancionar al quejoso, sino que el procesamiento del responsable corresponde a los tribunales ordinarios; de ahí que resulta indudable que el proceso penal, instruido en contra de **********, debe ser conocido por un juez penal federal, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Ahora bien, en el caso, si bien comparto la determinación relativa a que el Juez Segundo Militar adscrito a la Primera Región Militar, no es competente para juzgar y sancionar al quejoso, sino que el procesamiento del responsable corresponde a los tribunales ordinarios; de ahí que el proceso penal, instruido en contra de **********, debe ser conocido por un juez penal federal, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Lo cierto es que no comparto las consideraciones que llevaron a tal determinación, por lo siguiente:

En principio considero que las consideraciones señaladas no son acordes con lo determinado por el propio Tribunal Pleno al resolver el amparo en revisión 224/2012, el 11 de septiembre de dos mil doce, destacadamente aquélla en la que se sostiene que, la jurisdicción militar debe atender únicamente a lo dispuesto por el artículo 13 constitucional en cuanto al bien jurídico protegido, sin que pueda ser un elemento para la determinación de esa jurisdicción ni la calidad del sujeto pasivo del delito, ni la del sujeto activo; pues, en el asunto en cita se destacó precisamente, que en el expediente Varios 912/2010 referido el Pleno estableció como condiciones para restringir la competencia del fuero militar las siguientes: a) Que los asuntos correspondientes se encuentren involucrados militares y civiles; y, b) Que esté comprometido el respeto de los derechos humanos de los civiles involucrados.
En efecto, es de precisar que el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el expediente Varios 912/2010, concretamente en su párrafo 44, determinó que de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 1º constitucional, las normas relativas a los derechos humanos han de interpretarse de acuerdo con la propia Constitución Federal y de conformidad con los tratados internacionales de la materia, debiendo favorecer en todo momento a las personas, otorgándoles la protección más amplia, por lo cual –se concluyó- el fuero militar no podrá operar bajo ninguna circunstancia frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles.

De esta manera, como se dijo, en el expediente Varios 912/2010 referido el Pleno estableció como condiciones para restringir la competencia del fuero militar las siguientes:

A) Que los asuntos correspondientes se encuentren involucrados militares y civiles.

B) Que esté comprometido el respeto de los derechos humanos de los civiles involucrados.
Debe destacarse que al respecto, este Tribunal Pleno al resolver el aludido amparo en revisión 224/2012, sostuvo que de lo anterior se sigue que la ausencia de alguno o de ambos requisitos antes mencionados dará pie a que no se restrinja el fuero militar; es decir, en el supuesto de que no se colmen una o la totalidad de estas circunstancias, el tribunal militar tendrá competencia plena para conocer de alguna causa penal concreta, dado que la concurrencia de esos dos supuestos es indispensable para que el fuero militar carezca de competencia para conocer y decidir algún asunto criminal.
Sobre el particular es oportuno invocar la siguiente tesis aislada: 

“RESTRICCIÓN INTERPRETATIVA DE FUERO MILITAR. INCOMPATIBILIDAD DE LA ACTUAL REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR, CON LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 13 CONSTITUCIONAL, A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 2o. Y 8.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. Derivado del cumplimiento que el Estado Mexicano debe dar a la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Rosendo Radilla contra el Estado Mexicano, el Poder Judicial de la Federación debe ejercer un control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio respecto del artículo 57, fracción II, del Código de Justicia Militar, ya que su actual redacción es incompatible con lo dispuesto por el artículo 2o. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó que no es necesario modificar el contenido normativo del artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero señaló que su interpretación debe ser coherente con los principios convencionales y constitucionales de debido proceso y acceso a la justicia, contenidos en la propia Constitución y en el artículo 8.1 de la citada Convención Americana. Así, la interpretación de este precepto del Código de Justicia Militar debe ser en el sentido de que frente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles, bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdicción militar, porque cuando los tribunales militares conocen de actos constitutivos de violaciones a derechos humanos en contra de civiles, ejercen jurisdicción no solamente respecto del imputado, el cual necesariamente debe ser una persona con estatus de militar en situación de actividad, sino también sobre la víctima civil, quien tiene derecho a participar en el proceso penal no sólo para efectos de la respectiva reparación del daño, sino también para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia. De este modo, en estricto acatamiento a lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para esta Suprema Corte de Justicia de la Nación la interpretación que corresponde al artículo 13 de la Constitución Federal en concordancia con el artículo 2o. de la Convención Americana, deberá ser coherente con los principios constitucionales de debido proceso y acceso a la justicia contenidos en ella, y de conformidad con el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el cual, entre otras prerrogativas, prevé el derecho a comparecer ante juez competente. Por todo ello, la actual redacción del artículo 57, fracción II, del Código de Justicia Militar, es incompatible con lo dispuesto en el artículo 13 constitucional, conforme a esta interpretación a la luz de los artículos 2o. y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. (Tesis Aislada, Pleno, P. LXXI/2011, Décima Época, Constitucional, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, diciembre de 2011, tomo 1, página 554, registro 160488).
Ahora bien, con la finalidad de verificar si en el caso concreto se colman o no los requisitos de cuenta, es pertinente recordar que en los juicios del orden militar en que se encuentran vinculados civiles pueden verse mermados los derechos humanos de éstos, por encontrarse en la posición de víctimas, al haber sufrido una lesión o la pérdida de un bien jurídico que el Estado está obligado a proteger y, en su caso, a reparar.

Esta precisión se justifica por el hecho de que en el momento de constatar si se satisfacen o no los requisitos antes referidos, ha de atenderse, a la determinación de si alguno o algunos de los sujetos pasivos del delito tiene la calidad de civil; es decir, que no pertenecen al orden castrense, ya que es claro que con motivo de la comisión de hechos y conductas tipificados por la ley de la materia como delitos, se da una colisión entre los sujetos protagonistas; a saber, el activo, cuya conducta se ajusta a la descripción legal del delito, haciéndose acreedor a la imposición de sanciones de diversa índole en su perjuicio; y el pasivo, que sufre la pérdida o el menoscabo de un bien jurídico que, como se dijo, el Estado debe proteger y, llegado el caso, restaurar.

Una vez precisado lo anterior, debe precisarse que el quejoso tiene el grado de Soldado Policía Militar y en el momento en que sucedieron los hechos por los que se le considera probablemente responsable de delitos contra la administración y procuración de justicia, se encontraba en activo, pues si bien fue comisionado para apoyar la acciones en el Estado de Nuevo León, sin embargo su calidad de activo del Ejército no se altera.

Asimismo, los hechos que se le imputan al quejoso son alterar el lugar de la escena donde fue privado de la vida una persona, colocando en el interior de un vehículo tres casquillos percutidos que se encontraban en el lugar de los hechos; como se señala en la sentencia recurrida, el día dieciocho de abril de dos mil once, el quejoso desempeñándose como policía militar adscrito a la Policía Estatal, participó en un hecho suscitado sobre la avenida ********** al poniente en donde perdió la vida **********, quien conducía una camioneta de la marca **********, **********, color **********, con placas de circulación ********** del Estado de **********, encontrando en dicha escena tres casquillos .9 mm, los cuales recogió y colocó dentro de la camioneta antes mencionada.

De lo anterior, advierto que en el presente caso, los hechos que dan pie a la averiguación previa y al proceso penal, fueron cometidas por un militar en activo al que si bien se le imputan delitos contra la procuración y administración de justicia y, no tienen formalmente una víctima directamente relacionada con estas conductas ilícitas; lo cierto es que, sí resulta afectación para un individuo, perfectamente identificado en sus derechos.

En esta medida, aunque no es motivo de la causa penal que nos ocupa el delito de homicidio en contra de esta persona, sino sólo los delitos contra la procuración y administración de justicia, considero que las conductas que se le imputan al quejoso sí tienen una afectación directa a los derechos humanos de una víctima civil perfectamente identificada, no víctima formal del delito contra la administración de justicia, sino una víctima civil, cuyos derechos fueron afectados como consecuencia de las conductas que dan pie a este proceso.

Así al existir en el caso víctimas civiles cuyos derechos fueron afectados como consecuencia de las conductas que dan pie a este proceso, procede aplicar la restricción al fuero militar ,y en consecuencia, como se dijo, la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para juzgar y sancionar al quejoso, sino que el procesamiento del responsable corresponde a los tribunales ordinarios; de ahí que el proceso penal, instruido en contra de **********, debe ser conocido por un juez penal federal, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Lo anterior, atento a lo que la Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó al resolver, con fecha veintitrés de noviembre de dos mil nueve, el Caso Radilla Pacheco vs. México, de la que se desprende que dicho Tribunal estableció medidas específicas que vincularon al Estado Mexicano a realizar acciones concretas para restringir el fuero militar; en la que, atendiendo a lo establecido en los artículos 2º y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, determinó que las conductas cometidas por militares que puedan vulnerar derechos humanos de civiles, no pueden ser de la competencia de la jurisdicción militar, ya que en ese supuesto se ejercería jurisdicción respecto del imputado e incluso sobre una víctima civil o sus familiares, los cuales tienen derecho a participar del procedimiento penal no sólo para efectos de la reparación del daño, sino también para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia.

MINISTRO

JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LIC. RAFAEL COELLO CETINA.
En términos de lo previsto en los artículos 3° fracción II, 13, 14 y 18, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadran en esos supuestos normativos.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO SERGIO A. VALLS HERNÁNDEZ EN EL AMPARO EN REVISIÓN 252/2012


El presente asunto se resolvió conforme a la técnica y fundamentos tradicionales, de modo que, después de analizar los presupuestos procesales relacionados con la competencia y la oportunidad, se suplió la deficiencia de la queja y se abordó el estudio de la competencia, concluyéndose que, al no haberse cometido un delito que atentara contra la disciplina militar, no se actualizaba la competencia de la jurisdicción castrense, debiendo conocer del proceso instruido en contra del quejoso un juez penal federal, de conformidad con el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


De esta forma, el amparo se otorgó para el efecto de que el juez declarado incompetente remitiera de inmediato las constancias que integran el proceso penal al juez declarado competente, quien, en su carácter de autoridad responsable sustituta, una vez que asumiera su competencia jurisdiccional, procediera dentro del plazo establecido en el artículo 19 de la Constitución Federal, a dejar insubsistentes tanto los autos de formal prisión reclamados como las actuaciones realizadas posteriormente por el juez militar responsable y, tomando en consideración los hechos respectivos, así como los elementos de prueba que a su juicio continuaran siendo válidos, resolviera con plenitud de jurisdicción sobre la situación jurídica del indiciado, conforme a la normativa nacional e internacional que considerara aplicable al caso; revocándose la sentencia recurrida, en los términos antes señalados.


Ahora bien, aun cuando coincido con la determinación última respecto de la autoridad que resulta competente para conocer de la causa penal respectiva, quisiera manifestar mi opinión respecto de la problemática relacionada con la restricción de la jurisdicción militar, inmersa en éste y los demás asuntos analizados por el Tribunal Pleno durante los meses de agosto y septiembre de dos mil doce.

a)
Cuestión preliminar

En el análisis de estos asuntos, considero que lo primero que debió tenerse en cuenta es la razón por la cual esta Suprema Corte, en el párrafo 55 de la sentencia dictada en el Expediente Varios 912/2010 y en términos de la Circular 4/2011-P, ordenó a todos los juzgados y tribunales federales del país que, en caso de que tuvieran bajo su conocimiento algún asunto relacionado con el tema de restricción de la jurisdicción militar, lo informaran, a efecto de que reasumiera su competencia originaria, o bien, ejerciera su facultad de atracción, por tratarse de un tema de importancia y trascendencia; lo anterior, a fin de determinar la forma como debía abordarse su estudio, atendiendo a los fines que se pretendieron en relación con este tema.

En el párrafo 45 de la sentencia dictada en el Expediente Varios 912/2010, este Alto Tribunal señaló que la interpretación restrictiva sobre la jurisdicción militar, contenida en el considerando octavo de dicha sentencia y asumida en cumplimiento a la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Rosendo Radilla Pacheco contra los Estados Unidos Mexicanos, debía observarse en todos los casos futuros que fueran del conocimiento de la Corte, funcionando en Pleno o en Salas e independientemente de la vía por la cual el asunto llegase a ser del conocimiento de estos órganos, esto es, por las vías ordinarias para la resolución de asuntos, fueran éstos de competencia originaria de la Corte, o bien, fuera necesaria su atracción, para lo cual debía considerarse este tema como de importancia y trascendencia para el ejercicio de las competencias correspondientes.

Asimismo, en el párrafo 53 de la sentencia dictada en el citado Expediente Varios, se estableció que, en los casos concretos de este tipo que fueran del conocimiento del Poder Judicial de la Federación, éste debía orientar sus subsecuentes interpretaciones constitucionales y legales sobre la competencia material y personal de la jurisdicción militar con los estándares internacionales en materia de derechos humanos.

De esta forma, cabe preguntarse ¿qué es lo que, en el fondo, se buscó con la aplicación de los criterios interpretativos sobre restricción de la jurisdicción militar? Desde mi punto de vista, que los asuntos en los que se advirtiera que indebidamente estuviera conociendo esta jurisdicción, fueran reencauzados a la vía ordinaria -federal o local, según el caso-, independientemente del medio por el que se tuviera conocimiento de tal situación, el estado procesal en que se encontraran los asuntos y las alegaciones de las partes respecto de una determinada actuación de las autoridades involucradas.

En efecto, era la definición de la jurisdicción competente -militar u ordinaria y, en su caso, federal o local-, lo que debía ser materia de estos asuntos, al margen de que se tratara de conflictos competenciales, amparos en revisión o amparos directos, pues el examen de tal aspecto debía hacerse de oficio, por virtud de lo dispuesto en la sentencia dictada en el Expediente Varios 912/2010, en todos aquellos asuntos relacionados con el tema de restricción de la jurisdicción militar, sin necesidad de que se planteara y/o controvirtiera por alguna de las partes, ni de que se llevara a cabo el estudio de los asuntos conforme a la técnica tradicional con que se resuelven, toda vez que la razón y, a la vez, finalidad, por la que esta Suprema Corte ordenó que se hicieran de su conocimiento, en mi opinión, fue únicamente el análisis de este punto que, además, por tratarse de un presupuesto procesal, de resultar fundado, traería como resultado la nulidad de todas las actuaciones realizadas ante o con motivo de la jurisdicción militar.

Consecuentemente, a mi parecer, lo único de lo que debieron ocuparse estos asuntos, independientemente de su naturaleza, era del aspecto competencial, en su vertiente constitucional -jurisdicción militar u ordinaria- y ordinaria -jurisdicción federal o local-, el cual habría de definirse conforme a los estándares establecidos tanto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos como por esta Suprema Corte en relación con el tema de restricción de la jurisdicción militar, pudiendo sólo tener por efecto la determinación sobre si la causa penal relativa debía permanecer en jurisdicción militar, o bien, si debía reencauzarse a jurisdicción ordinaria -federal o local, según el caso-, por no corresponder a la jurisdicción militar su conocimiento y resolución.

En este sentido, la competencia de esta Suprema Corte para conocer de estos asuntos, no debió fundarse en los preceptos constitucionales y legales que le otorgan facultades para resolver conflictos competenciales, amparos en revisión y amparos directos, respectivamente, sino, de manera general, en lo dispuesto en el Expediente Varios 912/2010, en relación con el cumplimiento de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Rosendo Radilla Pacheco contra los Estados Unidos Mexicanos, conforme a los cuales debió ser interpretado el artículo 13 de la Constitución Federal en los casos concretos que involucraron estos asuntos, a fin de determinar si de ellos debía seguir conociendo la jurisdicción militar o si, por el contrario, debían reencauzarse a jurisdicción ordinaria.

Lo anterior no podía entenderse de otra forma, si se considera que la finalidad que se pretendió con la interpretación restrictiva de la jurisdicción militar, derivado de la sentencia dictada por esta Suprema Corte en el citado Expediente Varios 912/2010, así como de la sentencia emitida por la Corte Interamericana en el Caso Radilla, fue que sólo se tramitaran y/o permanecieran en esta jurisdicción aquellos casos en que ésta debía operar y se siguieran y/o reencauzaran aquellos otros cuyo conocimiento correspondiera a la jurisdicción ordinaria; motivo por el cual, reitero, sólo debió ser materia de análisis en estos asuntos la definición del referido aspecto competencial, de donde derivarían criterios obligatorios para todas las autoridades del Estado mexicano, respecto de casos presentes y futuros que se hicieran de su conocimiento, relacionados con la interpretación y aplicación de este tema.


b)
Definición del aspecto competencial, materia de análisis

Ahora bien, en relación con lo que, a mi juicio, debió ser materia de estos asuntos, es decir, la definición de la jurisdicción competente en cada uno de ellos, considero que debió ser determinante para su conocimiento y permanencia o no en la jurisdicción militar, un criterio mucho más amplio que la sola existencia o no de una vulneración a derechos humanos de civiles, el cual se desprende de la propia sentencia dictada por esta Suprema Corte en el Expediente Varios 912/2010, derivado de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Radilla, así como de otras sentencias vinculantes para el Estado mexicano (Casos Cabrera García y Montiel Flores, Rosendo Cantú y Fernández Ortega) y orientadoras para el mismo (Castillo Petruzzi vs. Perú, Durand y Ugarte vs. Perú, Cantoral Benavides vs. Perú, Las Palmeras vs. Colombia, 19 Comerciantes vs. Colombia, Lori Berenson vs. Perú, Masacre de Mapiripan vs. Colombia, Palamara Iribarne vs. Chile, Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, Almonacid Arellano vs. Chile, La Cantuta vs. Perú, Masacre de la Rochela vs. Colombia, Escué Zapata vs. Colombia, Tiú Tojín vs. Guatemala, Usón Ramírez vs. Venezuela).

Me refiero a la restricción de la jurisdicción militar para juzgar a elementos de las fuerzas armadas en activo sólo por la comisión de delitos o faltas que, por su propia naturaleza, atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.

Al respecto, en el considerando octavo de la sentencia dictada en el citado Expediente Varios 912/2010, se retoman las consideraciones de la sentencia emitida por la Corte Interamericana en el Caso Radilla, cuyos párrafos 272, 274, primera parte y 276 señalan textualmente:

“272.
El Tribunal considera pertinente señalar que reiteradamente ha establecido que la jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado la conserve, su utilización debe ser mínima, según sea estrictamente necesario, y debe encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno. En un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las fuerzas militares. Por ello, el Tribunal ha señalado anteriormente que en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.
(…)

274.
En consecuencia, tomando en cuenta la jurisprudencia constante de este Tribunal (supra párrs. 272 y 273), debe concluirse que si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios.

(…)

276.
El Tribunal nota que, durante la audiencia pública (supra párr. 69), el perito Miguel Sarre Iguíniz advirtió sobre la extensión de la jurisdicción militar en México y señaló que el artículo 57, fracción II, del Código de Justicia Militar “[se sale del] ámbito estricto [y] cerrado […] de la disciplina militar […]”, además de que “[n]o solamente es más amplio respecto del sujeto activo, sino que es más amplio porque no considera al sujeto pasivo […]”. Asimismo, el perito Federico Andreu-Guzmán, en la declaración rendida ante el Tribunal (supra párr. 68), señaló que entre los elementos característicos de la jurisdicción penal militar mexicana se encontraba “[u]n extenso ámbito de competencia material, que supera el marco de los delitos estrictamente militares”, y que “[m]ediante la figura del delito de función o con ocasión del servicio consagrado por el artículo 57 del Código de Justicia Militar, la jurisdicción penal mexicana tiene las características de un fuero personal ligado a la condición de militar del justiciable y no a la naturaleza del delito.”
En este sentido, si bien es cierto que tanto la sentencia emitida por la Corte Interamericana en el Caso Radilla, como la sentencia dictada por esta Suprema Corte en el Expediente Varios 912/2010, en cumplimiento de aquélla, se centraron en el supuesto específico que involucraba el caso -la vulneración a los derechos humanos del Señor Rosendo Radilla Pacheco, a cargo de elementos militares-, también lo es que parten de un criterio mucho más amplio de restricción de la jurisdicción militar -dentro del que se comprende, desde luego, la vulneración a derechos humanos de civiles-, que limita dicha jurisdicción únicamente al juzgamiento de delitos o faltas cometidos por militares en activo que, por su propia naturaleza, atenten contra los bienes jurídicos propios del orden militar, lo cual se relaciona con lo dispuesto en el artículo 13 de la Constitución Federal, en el sentido de que “Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército”.

Se dice que éste es un criterio mucho más amplio, puesto que no sólo atiende al carácter del sujeto que comete el delito o falta -que necesariamente deberá ser un militar en activo-, sino también al delito o falta mismos, en relación con lo cual cabe preguntarse qué debe entenderse por “bien jurídico propio del orden militar” o por “disciplina militar”, a efecto de delimitar el ámbito de competencia material de la jurisdicción castrense.

Como se advierte de lo señalado por la Corte Interamericana a este respecto -lo cual fue asumido por esta Suprema Corte-, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las fuerzas militares.

Estos intereses jurídicos especiales pueden desprenderse de los distintos ordenamientos que regulan a las fuerzas armadas en nuestro país, entre los que destaca la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, cuyo objeto, de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 1°, es preservar la disciplina militar como principio de orden y obediencia que regula la conducta de los individuos que integran tales instituciones.

Esta ley establece que el servicio de las armas exige que el militar lleve el cumplimiento del deber hasta el sacrificio y que anteponga al interés personal, el respeto a la Constitución Federal, la soberanía de la Nación, la lealtad a las instituciones y el honor del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos (artículo 1° Bis); que el militar debe observar buen comportamiento, para que el pueblo deposite su confianza en el Ejército y Fuerza Aérea y los considere como la salvaguarda de sus derechos (artículo 2°); que la disciplina en el Ejército y Fuerza Aérea es la norma a que los militares deben ajustar su conducta, la cual tiene como bases la obediencia y un alto concepto del honor, la justicia y la moral y por objeto el fiel y exacto cumplimiento de los deberes que prescriben las leyes y reglamentos militares (artículo 3°); que la disciplina es la base fundamental del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, los cuales existen primordialmente para defender los intereses de la patria y preservar su vida institucional (artículo 3° Bis); que la disciplina exige respeto y consideraciones mutuas entre el superior y el subalterno, lo cual, de infringirse, se castigará de conformidad con las leyes y reglamentos militares (artículo 4°).

Asimismo, en los artículos 5° a 24° Bis, establece los principios generales de disciplina militar:

a)
Los militares deben proceder de un modo legal, justo y enérgico en el cumplimiento de sus obligaciones, a fin de obtener la estimación y obediencia de sus subalternos, siendo deber de los superiores educar y dirigir a los individuos que la Nación pone bajo su mando.

b)
En caso de extrema necesidad en actos del servicio, el superior puede servirse de sus armas o de la fuerza a su mando para obtener obediencia a sus órdenes o mantener la disciplina.

c)
El superior es responsable del orden en las tropas que tenga bajo su mando, así como del cumplimiento de las obligaciones del servicio, sin que pueda disculparse, en ningún caso, con la omisión y descuido de sus subalternos.

d)
Todo militar que mande tropas debe inspirar en ellas la satisfacción de cumplir con las leyes, reglamentos y órdenes emanadas de la superioridad y no propalar, ni permitir que se propalen murmuraciones, quejas o descontentos que impidan el cumplimiento de las obligaciones o que depriman el ánimo de sus subalternos.

e)
El militar que manifieste al superior el mal estado en que se encuentren sus tropas, debe hacerlo con discreción, exponiendo, sin exagerar, las circunstancias en que se hallan, a fin de que se provea lo necesario.

f)
Para que el militar obtenga la confianza y estimación de sus superiores y, en su caso, las recompensas, debe demostrar aptitud, buena conducta, amor a la carrera, celo en el cumplimiento de su deber y respeto para su persona y para la de los demás.

g)
El militar debe abstenerse de murmurar con motivo de las disposiciones de sus superiores o de las obligaciones que le impone el servicio.

h)
El militar no debe elevar quejas infundadas, hacer públicas falsas imputaciones o cometer indiscreciones respecto de los actos del servicio.

i)
El militar debe aceptar dignamente y con satisfacción las obligaciones que le imponga su servicio, sin oponer dificultades, salvo cuando se menoscabe su jerarquía militar.

j)
Queda estrictamente prohibido al militar dar órdenes cuya ejecución constituya un delito.

k)
En actos del servicio, el militar no puede hacerse representar por apoderado, ni debe elevar peticiones en grupo o solicitudes tendientes a contrariar o retardar órdenes del servicio.

l)
Queda estrictamente prohibido al militar en servicio activo, inmiscuirse en asuntos políticos, directa o indirectamente, salvo que disfrute de licencia que así se lo permita, así como pertenecer al estado eclesiástico o desempeñarse como ministro de cualquier culto religioso.

m)
El militar está obligado a saludar a sus superiores y a los de su misma jerarquía, conforme lo prescriban los reglamentos, así como a corresponder el saludo de sus subalternos.

n)
En un acto oficial donde estuviere un militar y se presentare otro de mayor jerarquía, debe cederle el asiento o lugar preeminente.

o)
El comandante de las tropas que arribe a una ciudad o lugar en que no hubiese autoridad militar superior, debe hacer una visita de cortesía a las autoridades civiles.

p)
El militar debe comportarse con el más alto grado de cortesía y educación, guardando la compostura que corresponde a su dignidad y la marcialidad que debe ostentar como miembro del Ejército y Fuerza Aérea.

q)
El militar debe prestar, siempre que le sea posible, su ayuda moral y material a sus subalternos y compañeros que la necesiten, pues no debe olvidar nunca que la solidaridad y ayuda mutua facilitan la vida en común y el cumplimiento de los deberes militares, constituyendo el espíritu de cuerpo, sentimiento de las colectividades que todos los militares tienen el deber de fomentar.

r)
El militar que porte uniforme debe abstenerse de entrar a centros de vicio y de prostitución, salvo que esté realizando actos del servicio.

s)
Los militares rehusarán todo compromiso que implique deshonor o falta de disciplina y no darán su palabra de honor si no pueden cumplir lo que ofrecen.

t)
El militar, atendiendo a su honor y principios, debe obrar con equidad y justicia, ser ejemplo de puntualidad y preocuparse por cumplir con lo ordenado, anteponiendo su iniciativa e inteligencia.

De igual forma, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, en relación con las misiones generales de estas instituciones armadas permanentes, las cuales consisten en defender la integridad, la independencia y la soberanía de la Nación; garantizar la seguridad interior; auxiliar a la población civil en casos de necesidades públicas; realizar acciones cívicas y obras sociales que tiendan al progreso del país; y, en caso de desastre, prestar ayuda para el mantenimiento del orden, el auxilio de las personas y sus bienes y la reconstrucción de las zonas afectadas. Lo anterior, con objeto de entender el establecimiento de delitos relacionados con las misiones generales y funciones específicas encomendadas a las fuerzas armadas.

De la lectura de las disposiciones referidas, puede advertirse que los bienes jurídicos propios de la esfera castrense, que tutelan los distintos ordenamientos en materia militar, se relacionan con las funciones que tienen a su cargo las fuerzas armadas, así como con los principios y valores que deben observar en el ejercicio de las mismas.

De este modo, las conductas constitutivas de delito o falta, que afecten bienes jurídicos propios del orden militar y que, en este sentido, pueden calificarse como delitos o faltas estrictamente militares, respecto de los cuales subsiste la jurisdicción castrense, en términos del artículo 13 de la Constitución Federal, en relación con lo dispuesto en el Expediente Varios 912/2010, derivado de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Radilla, son bastante limitados, por estar relacionados, como se ha señalado, con funciones, principios y valores propios de la esfera castrense.

Lo anterior no puede ser de otra forma, si se advierte que el artículo 13 constitucional parte de un principio de igualdad ante la ley, conforme al cual nadie puede ser juzgado por leyes privativas, ni por tribunales especiales, y ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar de más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley, autorizando sólo el establecimiento de tribunales militares como una jurisdicción especializada, limitada al conocimiento de asuntos en los que militares cometan delitos y faltas contra la disciplina militar.

Luego, como se observa, la competencia de los tribunales militares se condiciona a que las conductas se cometan por militares (criterio personal) y a que constituyan delitos o faltas contra la disciplina militar (criterio material), encontrando su idea y razón de ser, no en el beneficio o perjuicio de su jurisdicción para los miembros del Ejército, sino en la especialidad de su materia.

La delimitación de la competencia de los tribunales militares en este sentido, no resulta novedosa para esta Suprema Corte, pues, durante la Quinta Época, se emitieron criterios en relación con el artículo 13 de la Constitución Federal, en los que se encuentran inmersas las dos condiciones a que se ha hecho referencia, entre los que destaca el siguiente:

“DELITOS DEL FUERO DE GUERRA. El fuero de guerra subsiste solamente para los delitos y faltas contra la disciplina militar, cometidos por militares, de suerte que no basta que un delito haya sido cometido por un individuo perteneciente al Ejército, porque si no afecta de una manera directa la disciplina militar, ni constituye un delito cometido en ejercicio de funciones militares, o contra el deber o decoro militar, o en contra de la seguridad o existencia del Ejército, no puede caer bajo la competencia de los tribunales del fuero de guerra.”

Así pues, de no reunirse estas dos condiciones (personal y material), no podrá actualizarse la competencia de los tribunales militares, pues, por un lado, si la conducta se comete por un miembro del Ejército, pero no constituye un delito o falta del orden militar, no se afectan bienes jurídicos propios de este orden, sino del régimen ordinario y, por otro, si la conducta constituye un delito o falta del orden militar, pero no es cometida por un miembro del Ejército, opera lo dispuesto por la última parte del citado artículo 13 constitucional, en cuanto a que “Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda”.

¿Qué es lo que sucede en el caso concreto del que deriva el asunto que fue hecho de nuestro conocimiento, en términos del párrafo 55 de la sentencia dictada en el Expediente Varios 912/2010 y la Circular 4/2011-P?

La conducta constitutiva de delito fue cometida por un miembro del Ejército; sin embargo, no se trata de un delito del orden militar, esto es, de un delito que, por su propia naturaleza, afecte bienes jurídicos propios de la esfera castrense que tutelen intereses jurídicos especiales vinculados con la función o disciplina militar, sino de un delito que afecta bienes jurídicos propios del régimen ordinario, cuya tutela interesa al Estado y la sociedad en su conjunto (delito cometido en contra de la administración y procuración de justicia).

Al respecto, resulta oportuno señalar que el artículo 57, fracción II, del Código de Justicia Militar, que otorga competencia a los tribunales militares para conocer de delitos del orden común o federal cuando, en su comisión, haya concurrido alguna de las circunstancias que enlistan sus incisos a) a e), relacionadas con el criterio personal a que anteriormente hice referencia, fue declarado incompatible con lo dispuesto en el artículo 13 de la Constitución Federal, conforme a una interpretación coherente con los principios de debido proceso y acceso a la justicia, contenidos en la propia Constitución y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la sentencia dictada por esta Suprema Corte en el Expediente Varios 912/2010 (párrafos 38, 39, 42 y 43).

En este sentido, aun cuando el control de constitucionalidad ejercido por este Alto Tribunal en el Expediente Varios respecto del citado artículo 57, fracción II, se enfocó en la parte relativa a la vulneración de derechos humanos de civiles, por ser ésta la problemática involucrada en el Caso Radilla, no debe pasarse por alto que la sentencia emitida por la Corte Interamericana en este caso, obliga también (párrafo 340) a que las interpretaciones constitucionales y legislativas referidas a los criterios de competencia material y personal de la jurisdicción militar en México, se adecuen a los principios establecidos en la jurisprudencia de dicha Corte, los cuales se reiteran en el caso -resultando, sin duda, vinculantes para el Estado mexicano- y se refieren, de modo más amplio, a que “en el fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar” (párrafo 272) y a que “si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios” (párrafo 274, primera parte), lo cual, además, es acorde con el artículo 13 de la Constitución Federal, en los términos antes expuestos.

Por lo anterior, considero que, al margen de que, en el asunto analizado, se actualicen o no violaciones a derechos humanos de civiles, debe acudirse, para su resolución, al criterio más amplio de restricción de la jurisdicción militar al que me he referido, el cual, como ha quedado de manifiesto, deriva de lo dispuesto en el propio artículo 13 de la Constitución Federal, así como de lo sostenido por la Corte Interamericana en relación con este tema, a cuyo cumplimiento estamos obligados.

Luego, considerando que la jurisdicción competente para conocer, en particular, de este asunto, no es la militar, sino la ordinaria, coincido con lo determinado en la sentencia, en cuanto a que el conocimiento de la causa penal corresponde a un Juez de Distrito de Procesos Penales Federales, por involucrar un delito del orden federal, en términos de lo dispuesto por el artículo 50, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, al haberse cometido presuntamente por un servidor público o empleado federal, en ejercicio de sus funciones.

c)
Efectos de la definición del aspecto competencial

Los efectos de la definición del aspecto competencial, que se analizó en estos asuntos de manera oficiosa, por virtud de lo dispuesto en el Expediente Varios 912/2010, en relación con el cumplimiento de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Radilla, en mi opinión, debieron también circunscribirse a este aspecto, es decir, sólo podían tener por objeto determinar qué jurisdicción era competente para conocer de las causas penales de las que derivaban.

De esta forma, al determinarse que la jurisdicción competente para conocer, en particular, del presente asunto, era la ordinaria y no la militar, debía ordenarse que se reencauzara la vía a jurisdicción ordinaria, con la consecuencia de que todo lo actuado ante o con motivo de la jurisdicción militar quedara sin efectos.

Derivado de lo anterior, el auto de formal de prisión, con el que dio inicio el proceso penal, debió dejarse sin efectos, ordenando al Juez Militar que emitiera una resolución en la que se declarara incompetente para conocer de la causa penal respectiva; sin embargo, por excepción, debía resolver la situación jurídica del inculpado, por tratarse de una medida de carácter urgente que no admite demora -en términos de los artículos 19 de la Constitución Federal y 432 del Código Federal de Procedimientos Penales-, con base en las disposiciones aplicables de los códigos penales (sustantivo y adjetivo) federales; después de lo cual, estaría en posibilidad de declinar competencia al Juez de Distrito de Procesos Penales Federales en turno, a fin de que fuera éste quien conociera de la causa.

MINISTRO SERGIO A. VALLS HERNÁNDEZ

VOTO PARTICULAR QUE FORMULAN LOS SEÑORES MINISTROS MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS Y SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO, EN EL AMPARO EN REVISIÓN 252/2012, PROMOVIDO CONTRA ACTOS DEL JUEZ  TERCERO DE LO PENAL DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN; FALLADO EN SESIÓN DE ONCE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DOCE. 

Estamos en contra de la sentencia de la mayoría, porque consideramos que en este caso concreto la Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede ocuparse del tema de competencia del juez responsable, pues éste fue resuelto por la autoridad jurisdiccional, en un conflicto competencial, cuya sentencia constituye cosa juzgada que, como verdad legal, no puede tocarse.

Como se recordará, el juicio de amparo en revisión motivo de la ejecutoria,  así como el grupo de asuntos listados para verse en la misma fecha, plantea la necesidad de precisar qué jueces son competentes para conocer de los delitos cometidos por los militares, en las distintas circunstancias de hecho que se presentan.

La razón por la que el Tribunal Pleno analizó este juicio obedeció  a lo determinado por  el propio  Pleno,  en la resolución del asunto varios, “caso Radilla”, pues consideró pertinente asumir su competencia originaria para pronunciarse sobre algunos temas relacionados con la justicia castrense.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió, por mayoría de votos, que las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en las cuales el Estado Mexicano fue parte, son obligatorias. En consecuencia, determinó que es vinculante la interpretación del artículo 13 de la Constitución General de la República, hecha por ese tribunal internacional, en el tema del fuero militar.

De tal manera que los distintos asuntos relacionados con la justicia castrense deban verse ─consideró la mayoría─ a la luz de esas consideraciones, para dilucidar a qué juez corresponde el conocimiento del asunto.

No compartimos tal postura, desde luego, pues estamos convencidos de que los criterios interpretativos emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos pueden resultar orientadores, mas no obligatorios, para los jueces mexicanos. Creemos, también, que es indebida la interpretación que dicha Corte hizo del artículo 13 de nuestra Ley Suprema y que, por tanto, no puede ser orientadora en nuestro sistema jurídico.

Al margen de estos argumentos que son el sustento de nuestra postura sobre el tema en general, en el caso concreto existe una peculiaridad que hace imposible que esta Suprema Corte retome el análisis de la competencia y se pronuncie, como lo hizo. Nos referimos a la autoridad de la cosa juzgada.

Para explicar nuestro criterio jurídico, es preciso hacer la siguiente relatoría de los hechos probados en los autos del juicio de amparo que nos ocupa:
I. El dieciocho de abril  de dos mil once  un civil aparentemente  fue agredido y perdió la vida en manos de militares adscritos a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Nuevo León. La escena del crimen fue alterada por militares, quienes aparentemente colocaron en el interior del vehículo del civil un arma de fuego y tres casquillos percutidos.

II. El diecisiete de mayo siguiente, el juez del fuero común dictó auto de formal prisión por el delito contra la administración de justicia, previsto y sancionado por la fracción XXVII del artículo 224 del Código Penal del Estado, y remitió los autos a un juez militar para que siga conociendo del proceso.
III. El juez del fuero militar no aceptó la competencia para conocer del proceso, por lo que devolvió los autos al juez del fuero común.

IV. El treinta de junio de dos mil once, un  tribunal colegiado de circuito resolvió el conflicto competencial entre estos dos jueces y  determinó que el competente para conocer del proceso es un juez del fuero militar.

V. El cinco de julio  de dos mil once, el juez del fuero militar dictó un auto que denominó “de reanudación de procedimiento después de haberse dirimido un conflicto competencial” determinó continuar el procedimiento penal en contra del militar quejoso por los delitos cometidos en contra la administración y procuración de justicia y consideró válidas todas y cada una de las actuaciones practicadas por el juez de origen.

VI. En contra de esa determinación, el militar promovió juicio de amparo indirecto.

Cabe precisar que en sus conceptos de violación no impugnó la competencia del juez del fuero militar, ni formuló expresión alguna al respecto.

VII. En sentencia de fecha veintiocho de noviembre de ese mismo año, el juez de Distrito, al que correspondió conocer del asunto, negó la protección constitucional solicitada en contra del auto de formal prisión. 

VIII. Inconforme con la decisión, el militar quejoso interpuso recurso de revisión.

IX. El doce de abril de dos mil doce, el Tribunal Pleno ejerció facultad de atracción para conocer del asunto.

Como se destaca en el punto IV de la relación de antecedentes, existe sentencia firme dictada por un tribunal federal en la que se determinó la jurisdicción a la que correspondió el conocimiento del asunto penal. 

Dicha resolución es cosa juzgada y jurídicamente no  puede someterse a análisis a través del juicio de amparo que se promovió en contra del auto de formal prisión.

Al respecto, es ilustrativa, por identidad de razón,  la tesis jurisprudencial siguiente:

“CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SI UNO DE ELLOS DESCONOCE EL PRINCIPIO DE COSA JUZGADA SOBRE LA CUESTIÓN COMPETENCIAL Y DECLARA SER INCOMPETENTE PARA CONOCER DEL ASUNTO RELATIVO, PROCEDE REVOCAR SU DETERMINACIÓN EN RESPETO A LA GARANTÍA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. La cosa juzgada se instituye en el orden jurídico nacional como resultado de un juicio regular concluido en todas sus instancias, llegando al punto en que lo decidido ya no es susceptible de volver a discutirse, en aras de salvaguardar la garantía de acceso a la justicia prevista en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, al existir un pronunciamiento definitivo sobre la competencia del órgano jurisdiccional que debe conocer de determinado asunto, porque en su contra no procede recurso alguno, dicha resolución adquiere la calidad de cosa juzgada propia de toda decisión jurisdiccional y, por tanto, es irrebatible, indiscutible e inmodificable incluso para la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Bajo este tenor, si un Tribunal Colegiado de Circuito, al resolver un recurso de revisión interpuesto en contra de una sentencia dictada en un juicio de amparo indirecto, decide cuál es el Juzgado de Distrito investido de facultades para conocer del asunto en primera instancia, tal resolución constituye cosa juzgada al derivar de un medio de defensa inimpugnable acorde con el último párrafo de la fracción VIII del artículo 107 constitucional, independientemente de lo acertado o no de esa decisión. Por tanto, un diverso Tribunal Colegiado de Circuito al conocer en revisión del juicio de amparo indirecto resuelto ahora por el Juez de Distrito declarado competente, jurídicamente no puede volver a examinar ese tema competencial; y, si lo hace declarando ser incompetente para conocer del asunto por estimar que la revisión proviene de un órgano jurisdiccional incompetente, sería con violación al principio de cosa juzgada, lo que da lugar a revocar esa determinación atendiendo a los principios relativos de la garantía de administración de justicia y de seguridad jurídica, y ordenar que conozca y resuelva de fondo el asunto puesto a su consideración. Lo anterior, en virtud de que la cosa juzgada debe acatarse aun cuando se estime que esa decisión pueda no ser correcta, es decir, independientemente de la responsabilidad en la que se pudo haber incurrido.”

Novena Época Registro: 167288 Instancia: Segunda Sala Tesis Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Tomo: XXIX, Mayo de 2009,  Materia(s): Común Tesis: 2a. LIV/2009 Página:   267

Competencia 44/2009. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del mismo circuito. 6 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Óscar Palomo Carrasco. 

Si bien, coincidimos  con los Señores Ministros que afirmaron en sesión que la competencia es un presupuesto procesal y que como tal puede ser susceptible de ser analizado en cualquier momento del juicio; sin embargo, estamos convencida de que cuando éste ya fue motivo de análisis a través del medio de impugnación jurisdiccional correspondiente y la resolución recaída a ese medio causó estado,  existe cosa juzgada, y bajo ningún supuesto se  puede soslayar.  El tema de la competencia es susceptible de análisis  en cualquier tiempo del procedimiento cuando no ha habido pronunciamiento específico y firme que lo decida.

No aceptamos la postura relativa a que, en el caso, es posible  analizar la competencia, porque  ello implica ignorar la verdad legal que al respecto existe, significa desconocer la  seguridad jurídica de la cosa juzgada.

En el contexto de los derechos humanos, en que está inmersa la discusión del tema relativo al fuero militar, consideramos de fundamental importancia el principio de seguridad jurídica sobre el que descansan el orden y la paz social de una comunidad.  La firmeza de una determinación judicial que ha causado ejecutoria, es sin duda, una de las  garantías del estado de derecho, a través de la cual se respetan otras garantías y derechos  humanos de igual jerarquía.

Por ello, sostenemos con pleno convencimiento, que los jueces federales no podemos ignorar (aun invocando la protección de derechos humanos) la autoridad de la cosa juzgada; porque, además, en la mayoría de los litigios que se someten a nuestra potestad  intervienen como contrapartes sujetos titulares de esos derechos humanos, y es nuestro deber inexcusable mantenerlos en equilibrio, lo que se pone en riesgo cuando sólo se consideran los derechos humanos de una de las partes.

Aun más, en el caso, se estaría desconociendo una resolución dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito, al resolver un conflicto competencial cuyo conocimiento original corresponde a esta Suprema Corte.

De conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, los Tribunales Colegiados de Circuito no tiene facultades para dirimir  competencias entre fueros distintos. El artículo 37 de la propia ley, en su fracción VI, faculta a los Tribunales Colegiados para resolver los conflictos de competencia que se susciten entre Tribunales Unitarios de Circuito o jueces de Distrito de su jurisdicción en juicios de amparo; cuando el conflicto de competencias se suscite entre Tribunales Unitarios de Circuito o jueces de Distrito de distinta jurisdicción, conocerá el Tribunal Colegiado que tenga jurisdicción sobre el órgano que previno.

El artículo 21, por su parte, dispone que: “Corresponde conocer a las Salas. Fracción VI. De las controversias que por razón de competencia se susciten entre los tribunales de la Federación, entre éstos y el de los Estados, entre los Estados y algún otro, y entre de los Estados del Distrito Federal, y cualquiera de éstos y los militares.”

La competencia originaria para conocer de estos conflictos competenciales es de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que la delegó a los Tribunales Colegiados de Circuito a través del   Acuerdo 5/2001, punto QUINTO, que dispone: “De los asuntos de la competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con las salvedades especificadas en los puntos tercero y cuarto de este Acuerdo: corresponderá resolver a los Tribunales Colegiados de Circuito: fracción II. Los conflictos de competencia, con excepción de los que se susciten entre los tribunales colegiados de circuito”. 

De ahí que en el caso a estudio el Tribunal Colegiado ejerció la representación de la Suprema Corte, resolvió en nuestro nombre y, por lo tanto, opera a plenitud el principio que establece el artículo 104 de la Constitución, en el sentido de que las decisiones de los Tribunales Colegiados son definitivas y que en contra de ellas no procede ningún recurso ni medio de defensa.

En el caso  no se ha planteado ningún argumento ni medio de defensa en contra de la resolución del conflicto competencial,  de oficio, en esta instancia, se desconoce su autoridad, con lo cual estamos en disenso. 

Al respecto son ilustrativas las siguientes tesis:

“REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA RESOLUCIÓN DICTADA POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO EN LA SEGUNDA INSTANCIA, CONFORME AL ACUERDO PLENARIO 5/2001, CONSTITUYE UNA DECISIÓN DEFINITIVA. De conformidad con lo dispuesto en los puntos quinto, décimo, décimo primero y décimo segundo del Acuerdo General Plenario 5/2001, de 21 de junio de 2001, los recursos de revisión en amparo indirecto, competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, serán enviados por los Jueces de Distrito y, en su caso, por los Tribunales Unitarios de Circuito a los Tribunales Colegiados de Circuito para que verifiquen su procedencia y resuelvan, en su caso, sobre la caducidad, el desistimiento o la reposición del procedimiento, así como sobre la inconstitucionalidad de leyes locales o federales respecto de las cuales exista jurisprudencia aplicable de este Alto Tribunal; y que de resultar procedente el juicio, cuando el asunto no quede comprendido en tales hipótesis de competencia delegada, dejarán a salvo la jurisdicción originaria de la Suprema Corte de Justicia y le remitirán los autos sin analizar los temas de su exclusiva competencia. En ese sentido, la resolución dictada en segunda instancia por el Tribunal Colegiado de Circuito constituye una decisión emitida por un tribunal terminal y, por tanto, adquiere características de definitividad, de manera que la Suprema Corte de Justicia de la Nación no está jurídicamente facultada para modificarla.”

Novena Época  Registro: 169798 Instancia: Primera Sala Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XXVII, Abril de 2008,  Materia(s): Común Tesis: 1a./J. 26/2008 Página:   338

Amparo en revisión 712/2003. Beatriz de la Rosa Castro. 25 de febrero de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Emmanuel Rosales Guerrero.

Amparo en revisión 1614/2005. César Guerrero Zavala. 30 de noviembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Eligio Nicolás Lerma Moreno. 

Amparo en revisión 293/2006. Guillermo Ochoa García. 19 de abril de 2006. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario. Eligio Nicolás Lerma Moreno.

Amparo en revisión 1310/2005. Río Bravo Eléctricos, S.A. de C.V. 7 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Eligio Nicolás Lerma Moreno.

Amparo en revisión 1663/2006. Juan Carlos Guerrero Valle. 21 de febrero de 2007. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado.

Tesis de jurisprudencia 26/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de marzo de dos mil ocho. 

Nota: El Acuerdo General Número 5/2001, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, página 1161.

“SUPREMA CORTE, IMPROCEDENCIA DEL AMPARO CONTRA LOS ACTOS DE LA. La Suprema Corte ha considerado que, correspondiendo a este Alto Tribunal decidir sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los fallos del Tribunal de Arbitraje, cuando se tratase de actos en que la Suprema Corte fuese parte, no habría autoridad que pudiera decidir sobre la constitucionalidad de los mismos, porque de hacerlo la propia Corte, se constituiría en Juez y parte, lo que es un absurdo jurídico pues el juicio de amparo es improcedente contra actos de la Suprema Corte de Justicia, según la fracción I del artículo 73 de la Ley de Amparo.”

Quinta Época Registro: 367589 Instancia: Cuarta Sala Tesis Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación  Tomo: CXIX,  Materia(s): Laboral Tesis: Página: 1067

Amparo directo en materia de trabajo 8926/48. Balsí Gómez Moisés. 15 de febrero de 1954. Unanimidad de cinco votos. Relator: Gilberto Valenzuela.

“SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. SUS FALLOS SON INATACABLES. Conforme al sistema constitucional mexicano, la Suprema Corte de Justicia de la Nación es el más Alto Tribunal del país, en virtud de que sus resoluciones son inatacables, pues el orden jurídico vigente no contempla medio alguno de defensa o mecanismo para que aquéllas puedan ser revisadas, es decir, no existe otra instancia jurisdiccional superior a ella. La veracidad del enunciado anterior queda de manifiesto nítidamente en los siguientes ejemplos: el juicio de amparo es improcedente contra sus actos, según lo dispone expresamente el artículo 73, fracción I, de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en materia laboral, los conflictos que se susciten entre ese órgano supremo y sus empleados, serán resueltos por él mismo, tal como lo establece el artículo 123, apartado B, fracción XII, párrafo segundo, de la Constitución Federal; tratándose de las sanciones previstas en la fracción XVI del artículo 107 de la Ley Fundamental, una vez que el Máximo Tribunal de la República determina su aplicación a las autoridades responsables, debe consignarlas directamente ante el Juez de Distrito, es decir, que no condiciona su proceder a la consideración del Ministerio Público. En el caso en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que una sentencia de amparo ya se encuentra cumplida, resulta evidente que dicha determinación es irrecurrible y, por ende, ya no puede ser materia de análisis a través de medio alguno de impugnación o mecanismo de defensa.”

Novena Época Registro: 185303 Instancia: Segunda Sala Tesis Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVI, Diciembre de 2002,  Materia(s): Común Tesis: 2a. CLXXIV/2002   Página: 291

Reclamación 212/2002-PL. Ángel García Lara y otro. 18 de octubre de 2002. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alberto Díaz Díaz.

“COSA JUZGADA INDIRECTA O REFLEJA. SU EFICACIA DENTRO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La institución de la cosa juzgada debe entenderse como la inmutabilidad de lo resuelto en sentencias firmes, sin que pueda admitirse su modificación por circunstancias posteriores, pues en ella descansan los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica; sin embargo, existen circunstancias particulares en las cuales la eficacia de dicha institución no tiene un efecto directo respecto a un juicio posterior, al no actualizarse la identidad tripartita (partes, objeto y causa), sino una eficacia indirecta o refleja y, por tanto, el órgano jurisdiccional debe asumir los razonamientos medulares de la sentencia firme -cosa juzgada- por ser indispensables para apoyar el nuevo fallo en el fondo, sobre el o los elementos que estén estrechamente interrelacionados con lo sentenciado con anterioridad y evitar la emisión de sentencias contradictorias en perjuicio del gobernado. Ahora bien, si en términos del artículo 40, párrafo tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, alguna de las partes hace valer como prueba superveniente dentro de un juicio contencioso administrativo instado contra actos tendentes a la ejecución de un diverso acto administrativo, la resolución firme recaída al proceso donde se impugnó este último y se declaró nulo, procede que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa aplique lo resuelto en el fondo de dicha ejecutoria, haga suyas las consideraciones que sustentan el fallo y declare la nulidad de los actos impugnados, a fin de eliminar la presunción de eficacia y validez que, en términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y del Código Fiscal de la Federación posee todo acto administrativo desde que nace a la vida jurídica, evitando así la emisión de sentencias contradictorias.”

Novena Época Registro: 163187 Instancia: Segunda Sala Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XXXIII, Enero de 2011,  Materia(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 198/2010  Página:  661

Contradicción de tesis 332/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Décimo Tercero en la misma materia del Primer Circuito. 17 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Voto concurrente de Sergio A. Valls Hernández. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan Bass Herrera.

Tesis de jurisprudencia 198/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de noviembre de dos mil diez.

“COSA JUZGADA. ADQUIEREN ESA CATEGORÍA LAS DETERMINACIONES SOBRE CUESTIONES COMPETENCIALES QUE HAYAN SIDO IMPUGNADAS Y REVISADAS EN LAS INSTANCIAS CORRESPONDIENTES. Cuando existe un pronunciamiento definitivo sobre la competencia del juzgador, ya sea porque en su contra no procede recurso alguno, o bien, porque tal determinación se dictó al resolver un medio de defensa inimpugnable, dicha resolución adquiere la categoría de cosa juzgada, propia de toda decisión jurisdiccional que es irrebatible, indiscutible e inmodificable. Por ello, es indudable que en el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia, el tribunal de alzada no puede analizar las facultades del juzgador para conocer del asunto.” 

Contradicción de tesis 121/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos del Décimo Segundo Circuito. 16 de noviembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.

 Novena Época. Registro: 176341. Instancia: Primera Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXIII, Enero de 2006. Materia(s): Común. Tesis: 1a./J. 175/2005. Página  247.

“COSA JUZGADA. Es la verdad legal, y contra ello no se admite recurso ni prueba de ninguna clase; este principio ha sido universalmente reconocido por todas las legislaciones, y su violación constituiría un verdadero atentado al orden social.”

Quinta Época Registro: 285651. Instancia: Pleno. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: XIII. Materia(s): Común. Tesis: Página:   647.

Desde otro aspecto, en el expediente varios, caso “Radilla”, se sostuvo que los criterios interpretativos del fuero militar se generarían hacia el futuro y este asunto, en el tema de la competencia, fue resuelto por el Tribunal Colegiado antes de que la Suprema Corte  de Justicia conociera del caso “Radilla”, por lo que no puede encuadrar en los supuestos a que nos referimos en aquella ocasión.

Conclusión final

Existe, en el caso, una resolución de órgano superior que determinó la competencia del fuero militar en los términos del conflicto competencial correspondiente, esta decisión ejecutoria, que constituye la verdad legal  no deriva de manera directa o indirecta del auto de formal prisión, es una resolución jurídica que reviste autonomía, y respecto de la cual, estamos impedidos para hacer pronunciamiento alguno que la derribe. 

Por ello,  los suscritos ministros nos manifestamos en contra de la decisión alcanzada. 

_________________________________________

MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS

____________________________________________

MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO

Guadalupe M. Ortiz.
� ARTICULO 21. Corresponde conocer a las Salas:


VI. De las controversias que por razón de competencia se susciten entre los tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de otro, entre los de un Estado y los del Distrito Federal, entre cualquiera de éstos y los militares; aquellas que le correspondan a la Suprema Corte de Justicia de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo, así como las que se susciten entre las juntas de conciliación y arbitraje, o las autoridades judiciales, y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje;


� QUINTO. De los asuntos de la competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con las salvedades especificadas en los puntos Tercero y Cuarto de este acuerdo, corresponderá resolver a los Tribunales Colegiados de Circuito: 


II. Los conflictos de competencia, con excepción de los que se susciten entre los Tribunales Colegiados de Circuito; 





� Cfr. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 274, párrs. 272 a 275; Caso Fernández Ortega y otros, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215, párr. 176, y Caso Rosendo Cantú y otra, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 160.





� Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 128; Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 116; Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 112, y Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 52; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 141. 





� Cfr. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 108; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 132. 





� Cfr. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 111; Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie C No. 56, párr. 151 y Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 139. 





� 108 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 197; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 274, párr. 284. 





� Cfr. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 274, párr. 126.





� Cfr. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 55. 





� Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 198. 





� Cfr. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 273; Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 109; Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 128; Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 52; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 167; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 141; Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 142; Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párr. 66; Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 118.





�Cfr. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 111; Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie C No. 56, párr. 151 y Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 139. 





�Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 128; Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 116; Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 112. 


� Véase punto quinto, fracción II, del citado Acuerdo General 5/2001, que señala: “QUINTO. De los asuntos de la competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con las salvedades especificadas en los puntos tercero y cuarto de este acuerdo, corresponderá resolver a los Tribunales Colegiados de Circuito: (…) II. Los conflictos de competencia, con excepción de los que se susciten entre los Tribunales Colegiados de Circuito;”








2

